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Se investigó cómo es que el contenido del artículo 399° del Código Procesal 
Penal que regula la sentencia condenatoria del proceso penal, así como su 
interpretación y aplicación literal en primera y segunda instancias, generan que 
el juzgamiento de una persona, aun cuando aquella invoque inocencia durante 
el juicio y durante la Etapa de Impugnación, en un sólo acto se emita la 
declaración de responsabilidad penal, se determine e imponga la sanción penal, 
sin dársele oportunidad procesal para que pueda debatir el cuantum de la pena 
que se le impone. Las unidades de estudio han sido todos los casos tramitados 
en los juzgados colegiados de juzgamiento de las provincias de Puno y San 
Roman durante los meses de enero a mayo del año en curso (2015) en los que 
ha existido postulación de la defensa de declaración de inocencia, actividad 
probatoria y la emisión de sentencia condenatoria, que en el primer caso han 
sido 06 sentencias y en el segundo fueron 12 sentencias. Del mismo modo y por 
el mismo espacio temporal se analizaron las sentencias de segunda instancia 
emitidas por las Salas de Apelaciones de ambas provincias que fueron 07 y 12, 
respectivamente. Finalmente, se ha obtenido la opinión de 05 jueces que 
integran el Juzgado Colegiado y 12 fiscales provinciales penales de la provincia 
de Puno. Los principales resultados fueron verificar que en efecto existe 
imposibilidad en la defensa para debatir el cuantum de pena y que se hace 
necesario implementar en el juzgamiento del proceso penal peruano la cesura, 









We investigated how it is that the content of article 399 of the code of 
criminal procedure governing the conviction of criminal proceedings, as well as 
its interpretation and application literal first and second instances, generated to 
the prosecution of a person, even when that invokes innocence during the trial 
and the challenge stage, in a just act is issued the Declaration of criminal 
responsibility determine and impose penal sanction, without be given procedural 
opportunity so that you can discuss the cuantum of the penalty that is imposed. 
The units of study have been all cases processed in the collegiate courts of 
judgement of the provinces of Puno and San Román in which there has been 
application of the defence of Declaration of innocence, probative activities and 
the issuance of sentence, which in the first case have been 06 sentences and the 
second were 12 statements during the months of January to may of this year 
(2015). In the same way and by the same temporary space were analyzed 
second-instance rulings issued by the boards of appeals both provinces which 
were 07 and 12, respectively. Finally, the opinion of 05 judges comprising the 
collegiate court and 12 fiscal criminal provincial of the province of Puno has been 
obtained. The main results were to verify that indeed there is impossibility in the 
defense to discuss the cuantum of penalty and that it is necessary to implement 
in the judging of the Peruvian criminal process the caesura, criterion also 
expressed majority so the Honorable judges interviewed 
 







El presente trabajo, titulado imposibilidad de la defensa para debatir el 
cuantum de la pena y necesidad de la incorporación de la cesura en la etapa 
de juzgamiento ha tenido como propósito el analizar la forma de cómo se 
desarrolla el juzgamiento cuando existe sentencia condenatoria, pero 
específicamente la forma de cómo está regulado el artículo 399° del Código 
Procesal Penal que establece que en un sólo acto se determina la comisión 
del delito, la declaración de responsabilidad penal, la imposición de la pena, 
el monto de la reparación civil y, si hubieran otras consecuencias accesorias, 
también deben ser objeto de pronunciamiento. 
 
 Ha sido también objetivo del trabajo, el determinar si la norma en efecto se 
viene aplicando en el sentido indicado (un sólo pronunciamiento por todos los 
aspectos indicados), ello en razón de que se ha postulado como hipótesis que 
la forma de regulación y de la práctica de la emisión de la sentencia 
condenatoria, imposibilita el adecuado ejercicio del derecho constitucional de 
defensa, pues, una vez iniciado el juicio, si bien el fiscal postula hechos y 
además ya propone una pena, por su lado, la defensa suele proponer la 
absolución del procesado no expresando posición respecto de una eventual 
determinación de pena porque no sería razonable exigírsele que proponga al 
juez de juicio dos posturas contradictorias, siendo así, se postula por nuestra 
parte y bajo tal práctica, que la defensa estaría imposibilitada sobretodo de 
debatir el cuantum de la pena, ni tampoco en segunda instancia si es que con 
xx 
 
el Recurso de Apelación continúa buscando la declaración de inocencia del 
acusado. 
 
Bajo ese contexto entonces, se plantea que se incorpore al proceso penal la 
figura denominada en la doctrina como "Cesura", por la cual y en caso el juez 
sea del criterio emitir una sentencia condenatoria, tendría que dividir el 
juzgamiento por lo menos en dos momentos, el primero únicamente destinado 
a la actuación de pruebas y debate sobre la existencia del delito y de la 
responsabilidad penal y -arribada a tal conclusión en el caso- se reabra el 
juicio para que las partes puedan debatir sobre la determinación de la pena, 
ello incluso con posibilidad de ofrecimiento y actuación probatoria sobre 
circunstancias de gravedad o atenuación de la responsabilidad penal, de tal 
modo que en este extremo también se le permita ejercitar de modo adecuado 
su derecho constitucional de defensa. 
 
Con ello, se procede a señalar que el trabajo está dividido en cinco capítulos, 
el primero está destinado al planteamiento del problema. El segundo capítulo 
está destinado a desarrollar al  Marco Teórico que comprende los 
conocimientos e investigaciones ya existentes sobre el tema en la doctrina, la 
jurisprudencia y la legislación comparada, destacándose no sólo conceptos, 
sino además aspectos relativos a las últimas modificatorias introducidas sobre 
la determinación de las penas bajo el denominado "Sistema de Tercios" en 
nuestro país con la Ley 30076, análisis que se ha efectuado también bajo el 
contexto del Sistema Acusatorio que es el que adopta nuestro proceso penal 
actual, como lo ha señalado también la Corte Suprema de Justicia en los 
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acuerdos plenarios publicados en el Diario Oficial El Peruano el 04 de enero 
del año 2013. 
 
El Capítulo III está dirigido a explicar el procedimiento metodológico, la forma 
de cómo se ha recolectado la información consistente en las sentencias 
condenatorias con actividad probatoria que han emitido entre enero a mayo 
del presente año los juzgados penales colegiados y su seguimiento en 
segunda instancia en las Salas de Apelaciones a través del Recurso de 
Apelación, ello tanto en las provincias de Puno como San Roman, criterio 
adoptado toda vez que los magistrados de esos despachos conforman a su 
vez los juzgados penales unipersonales y por ende se desprende que aplican 
los mismos criterios. Lo mismo se puede señalar respecto de las dos Salas 
de Apelaciones mencionadas, pues, en ellas se centra el mayor número de 
sentencias penales que se emiten en el marco de aplicación del Código 
Procesal Penal. Así también en este capítulo se señala cómo es que se han 
obtenido las opiniones de los señores magistrados de juzgamiento y de los 
señores fiscales provinciales penales de Puno. 
 
En el cuarto capítulo se realiza el derecho comparado a nave latinoamericano. 
El quinto capítulo, está destinado a los resultados de la investigación, 
habiéndose obtenido los mismos por cada uno de los indicadores de las 
variables planteadas, ello mismo ha permitido verificar las hipótesis del 
trabajo, así como concluir por el alcance de los objetivos también planteadas 
en el trabajo. finalmente, con los resultados consolidados, se han expresado 
las conclusiones más relevantes, también se han elaborado sugerencias 
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sobre el tema y, respetuosamente, se ha sugerido un proyecto de ley. 
Seguramente que de la lectura de esta investigación, se evidenciarán 
deficiencias y limitaciones, sin embargo, consideramos que su revisión 
también permitirá verificar la observancia de los aspectos y protocolos que 
exigen los estándares internacionales de la investigación, lo que ha sido 
logrado gracias al apoyo incondicional de mis maestros y asesor a quienes 
expresamos nuestro público agradecimiento, no obstante, es nuestro 
compromiso el seguir profundizando el tema y ponerlo más adelante 

















1.1. Análisis de la situación problemática 
 
El fundamento o descripción del problema, ha sido propuesto del 
siguiente modo: 
 
El artículo I.1° del Título Preliminar del Código Procesal Penal 
establece, entre otros, como principio rector del proceso penal actual al de 
Contradicción, el que de manera evidente rige de modo especial en la Etapa 
de Juzgamiento porque frente a la pretensión de condena de la Fiscalía que 
dirige al juzgador, existe la refutación de la defensa del acusado al efectuar 
una contrapropuesta de absolución que también expresa al juez de la causa, 





encuentra directamente vinculado a su derecho constitucional de defensa 
contenido en el inciso 14) del artículo 139° de la Constitución Política del 
Estado, ello además en perfecta concordancia con lo prescrito por el artículo 
IX del mismo Título Preliminar inicialmente citado que de modo expreso indica 
que “el derecho de defensa se extiende a todo grado y estado del 
procedimiento”. 
 
Cabe destacar que en el Código Procesal Penal (en delante de modo 
indistinto: “el Código”, “al código” o “del Código”) y de modo específico para 
la Etapa de Juzgamiento también se señala en el artículo 372° que iniciado 
el juicio es el fiscal quien tiene primero el uso de la palabra para que exprese 
ante el juez su alegato inicial en el que además solicita la declaración de 
responsabilidad penal y la imposición de la pena expresando un cuantum así 
como de la reparación civil, para luego efectuarlo de igual modo la defensa 
solicitando por su lado la declaración de inocencia y la absolución del 
acusado, luego en el artículo 387° también establece que finalizada la 
actividad probatoria, el fiscal expresa al juez su alegato final solicitando 
nuevamente la declaración de responsabilidad penal y la imposición de la 
sanción expresando un cuantum de la misma, luego tiene la misma 
oportunidad la defensa quien solicita la absolución del acusado, finalmente el 
acusado tiene el uso de la última intervención, con todo lo cual el juez emite 
sentencia. 
 
Si el juez considera que, más allá de toda duda razonable, el hecho 





responsabilidad del acusado, emitirá sentencia condenatoria bajo los 
parámetros que establece el artículo 399° del Código declara tal 
responsabilidad penal, impone la pena principal, de corresponder también 
impone las penas accesorias y otras consecuencias que prevea la ley (Vrg. 
Comiso definitivo, etc.), así como señala el monto de la reparación civil. 
 
El contexto normativo indicado permite denotar que el acusado debería 
tener la oportunidad durante todo el proceso para ir controvirtiendo cada 
postulación fiscal dirigida en su contra, sin embargo y por un lado, se discurre 
nuestra posición inicial que normativamente en el Código no es factible para 
la defensa controvertir el cuantum de la pena toda vez que el citado artículo 
399° en su redacción da la idea que el acto de la emisión de la sentencia es 
uno sólo y en consecuencia el juez en un solo momento se pronuncia sobre 
todos los aspectos ya referidos (especialmente declara responsabilidad 
penal, impone la pena). Bajo ese contexto normativo y para los casos en los 
que la defensa postula la absolución del acusado, discurrimos que no existe 
previsión legal o momento procesal en el que se otorgue la posibilidad para 
la defensa de pronunciarse o controvertir el cuantum de la pena, es decir, 
normativamente en el Código no existiría posibilidad de ejercitar el 
contradictorio o el derecho de defensa del acusado frente a la pretensión del 
cuantum de pena que propuso y finalmente impuso el juez.  
 
Por otro lado y más allá del contexto puramente normativo, se percibe 
que en la praxis judicial se estaría presentando el mismo fenómeno, es decir, 





la absolución del acusado pero en el que el juez finalmente lo declaró 
culpable y le impuso una sanción penal determinada, tampoco se estaría 
otorgando a la defensa la posibilidad de controvertir la pena que finalmente 
se impuso al sentenciado, lo que implicaría una grave afectación no sólo al 
Principio de Contradicción sino sobre todo a su derecho constitucional de 
defensa. 
 
Se desprende de esa praxis judicial que recién la defensa tendría la 
posibilidad de pronunciarse sobre la determinación de la pena por el juez de 
juzgamiento, a través de la apelación de la sentencia, sin embargo:  
a) De igual modo no existiría en primera instancia la oportunidad legal ni se 
estaría otorgando la misma en la práctica para pronunciarse sobre el cuantum 
de la pena;  
b) El espacio natural para la discusión de la determinación del cuantum de la 
pena debería ser la Etapa de Juzgamiento y frente al juez de juicio; y,  
c) La audiencia y sentencia de vista se constituiría en el primer 
pronunciamiento de valoración de los argumentos de la defensa sobre el 
cuantum de la pena, no existiendo en nuestra legislación otro recurso que 
permita efectuar una revisión de mérito sobre lo decidido en segunda 
instancia, porque el Recurso de Casación tiene como única naturaleza 
analizar la correcta interpretación de las normas sustantivas y adjetivas al 
caso concreto y desarrollar criterios para uniformizar los criterios 






Si bien tal imposibilidad en la defensa para controvertir todos los 
aspectos de la postulación fiscal durante la Etapa de Juzgamiento no sólo es 
respecto de la determinación de la pena impuesta por el juez, sino también 
se extendería a otros aspectos adicionales como serían las penas accesorias 
y la determinación del monto de la reparación civil, en el presente trabajo se 
ha considerado como problemática trascendente a investigar el contexto 
normativo y pragmático la forma en que la defensa queda impedida de 
controvertir el cuantum de la sanción que se impone al sentenciado. 
 
El problema descrito también implicará la necesidad de analizar la 
existencia de la necesidad o no de la incorporación de la figura procesal de 
la cesura en nuestro procesal penal y de modo especial para la Etapa de 
Juzgamiento, de modo tal que el juicio tenga momentos definidos y con una 
intervención de las partes determinada, es decir:  
a) Un primer momento sea únicamente sobre la discusión entre la fiscalía y 
la defensa en torno a la verificación o no de la comisión del hecho delictivo y 
de la responsabilidad penal y luego de concluido ese debate el juez también 
únicamente se pronuncie sobre esos dos aspectos;  
b) En caso que el juez emita sentencia de declaración de responsabilidad 
penal, reabra el debate para que las partes puedan discutir sobre el cuantum 
de la pena, para luego de ello recién el juzgador emitir su decisión en torno a 
la determinación de la pena; y,  
c) La cesura implicaría se siga el mismo procedimiento para la determinación 






1.2. Formulación del problema 
 
Problema General  
¿Existirá imposibilidad en la defensa para debatir el cuantum de la 
determinación de la pena en la Etapa de Juzgamiento y ello implicará la 





- ¿Existirá imposibilidad en la defensa para debatir el cuantum de la 
determinación de la pena en la Etapa del Juzgamiento?. 
 
- ¿Será necesario incorporar en la Etapa de Juzgamiento la figura procesal 
de la cesura? 
 
1.3. Justificación de la investigación 
 
Ha sido importante desarrollar el presente trabajo por las siguientes 
razones: 
a. Tema de actualidad: El Código Procesal Penal es uno de reciente 
aplicación en nuestro país, tanto así que aun no se encuentra vigente en todo 
el territorio nacional y en el caso del Distrito Judicial de Puno se encuentra 
vigente desde el 01 de octubre del año 2009 y no obstante estar aplicándose 





y aplicarse, lo cual inclusive viene generando que la misma Corte Suprema 
de nuestro país año a año vaya convocando, desarrollando y publicando 
acuerdos plenarios que sirvan de directrices para los jueces del país sobre la 
forma de cómo se debe interpretar y aplicar el código aludido. Bajo ese 
contexto precisamente se encuentra el tema tratado en este trabajo, pues, 
precisamente estamos postulando que el artículo 399º del código se viene 
interpretando de modo literal y por ello los jueces de juzgamiento vienen 
efectuando un sólo acto la declaración de responsabilidad y la imposición de 
la condena, lo cual se superaría si es que se hiciera una interpretación 
sistemática con el artículo 139.14º de la Constitución que implicaría 
incorporar la cesura para permitir que el sentenciado, en especial cuando 
invoca absolución, pueda tener un espacio determinado para poder discutir 
el cuantum de pena que finalmente se le impondrá, tema que resulta ser de 
actualidad y vigencia plena por no existir ni siquiera artículos en el ámbito 
nacional al respecto. 
b. Aspecto social: Sin duda que estando actualmente el proceso penal 
basado en un sistema de audiencias, donde prima la oralidad y publicidad, 
entendida esta última como una forma de permitir a la sociedad que asista a 
las audiencias y sea un observador y fiscalizador permanente sobre la forma 
de cómo se viene administrando justicia, entonces, es la sociedad la que 
debe también presenciar la forma de cómo todo ciudadano que vaya ser 
objeto de la imposición de una sanción, es que debe tener derecho a discutir 
el cuantum de la pena y que cuando aquella sea determinada por el juez, lo 
haga en función de las argumentaciones y postulaciones que efectúan 





no sólo se procura una corrección jurídica, sino se legitima socialmente la 
contradicción a través de la oralidad y publicidad. 
c. Aspecto jurídico: Lo mencionado hasta este punto nos conlleva 
también a señalar que no sólo se trata de un tema novedoso en nuestro 
medio y con relevancia social, sino que precisamente al dar algunas 
orientaciones sobre la necesidad de efectuar en adelante interpretación 
sistemática por parte de los operadores del derecho penal y a la luz de la 
Constitución, también nos permite afirmar que el presente trabajo tiene 
relevancia jurídica, pues, precisamente la misma Corte Suprema de Justicia 
ha señalado en el acuerdo plenario sobre la constitución de actor civil que la 
interpretación "asistemática" conlleva a errores de interpretación sobre la 
norma. 
d. Aspecto económico: El presente tiene también relevancia en el 
aspecto económico, pues, la experiencia a modo de referencia nos permite 
discurrir que a mayor posibilidad de debate en primera instancia, menos 
serán las posibilidades para eventuales impugnaciones, lo cual implicará que 
con la aplicación o implementación de la cesura, existan menos procesos en 
apelación, fenómeno que precisamente se viene ya presentado con la 
aplicación del Decreto Legislativo Nº 1194 sobre los procesos inmediatos en 
delitos de flagrancia delictiva, sin embargo, no olvidemos que ese proceso 
especial a la vez también viene siendo objeto de cuestionamientos por tener 
plazos muy cortos que en muchos casos no permiten a la defensa poder tener 
el suficiente tiempo y espacio para preparar su defensa, lo cual resulta 





términos de la implementación de la cesura que se propone en el presente 






Analizar la imposibilidad normativa y práctica para la defensa sobre el 
debate en la determinación del cuantum de la pena y la necesidad de la 




- Determinar en la defensa la imposibilidad normativa sobre el debate 
sobre la determinación del cuantum de la pena en la Etapa de 
Juzgamiento. 
- Determinar en la defensa la imposibilidad práctica sobre el debate sobre 
la determinación del cuantum de la pena en la Etapa de Juzgamiento. 
- Examinar la necesidad de la incorporación de la cesura en la Etapa de 
Juzgamiento. 












   
MARCO TEÓRICO 
 
2.1. Bases teóricas 
 
2.1.1. El Derecho Procesal Penal 
 
Para lograr y mantener una convivencia pacífica en la que se 
observe el respeto de los derechos de unos frente a los otros, la sociedad 
requiere de observar un determinado orden  y principios, así como de un 
conjunto de valores, que debe ser respetado por todos los integrantes de 
ese grupo social. 
 
Ciertamente en ese orden referido encontramos positivamente 
determinadas jurídicas de orden civil, etc; sin embargo, cuando ese orden 
es quebrantado de forma grave y ello pone en riesgo la convivencia 





sancionador e intimidador que se ejecuta sobre el individuo infractor, de 
modo tal que sirve como un mecanismo de disuasión frente a los otros 
individuos procurando en ellos eviten incurrir conductas antisociales. 
 
Ese sistema sancionador corresponde al que se denomina sistema 
jurídico penal que, luego del bloque de constitucionalidad que lo rodea así 
como a los demás sistemas jurídicos, está conformado por un lado por el 
Derecho Penal que describe las condiciones sustantivas de punibilidad y 
describe los hechos concretos y únicos que pueden ser considerados 
delitos, y, por otro lado, el sistema jurídico penal está conformado por el 
Derecho Procesal Penal que establece los criterios y formas de cómo se 
aplica el Derecho Penal. 
 
Sin duda, el sistema jurídico penal está constituido también por las 
ciencias criminalistas, criminológicas y el Derecho Penitenciario, empero, 
para los efectos del presente trabajo destacaremos aspectos del procesal 
penal que pasamos a desarrollar brevemente a continuación y a la luz del 
Sistema Procesal de corte Acusatorio, destacando que consideramos que 
el frecuente comentario de “garantismo” no corresponde en sí o en sentido 
estricto al Sistema Acusatorio, sino a la misma Constitución Política del 
Estado porque en su artículo 139° señala cuales son las garantías y 
principios de todo proceso judicial (y extensivamente también al proceso 






2.1.2. El principio de contradicción 
 
Este principio no sólo corresponde al Sistema Penal Acusatorio, 
sino también al denominado Sistema Mixto, pues, en ambos sistemas el 
proceso sólo se inicia a instancia de la Fiscalía como ente acusador 
público o del mismo agraviado como acusador particular en casos de 
acción privada, empero, el proceso no puede promoverse de oficio a 
instancia del mismo juez. En ambos procesos existen dos adversarios en 
el proceso en permanente disputa o contradicción, ellos son el acusador 
y el acusado. Cada una de las partes en contradicción tiene las mismas 
posibilidades de ofrecer pruebas para acreditar sus proposiciones. En 
ambos sistemas también observamos características de oralidad y 
publicidad (recordando al Código de Procedimientos Penales, prevé dos 
etapas del proceso: La Instrucción y el Juicio Oral que además es público). 
 
En suma, en ambos procesos existe no sólo los Principio de 
Contradicción, Oralidad, Publicidad e Igualdad Procesal o de Armas (que 
se entienden casi siempre única o exclusivamente corresponden solo al 
Sistema Acusatorio), sino también concurren en ambos los principios de 
Imparcialidad, Defensa, Debido Proceso, Doble Instancia, Inmediación, 
Congruencia Procesal, Cosa Juzgada, etc.  
 
Bajo tal panorama, entonces, queda destacar que lo que diferencia 
uno del otro sistema procesal penal, es el Principio de División de Roles 





entiende una labor verdaderamente imparcial del juzgador, quien no sólo 
no puede promover de oficio el proceso, sino que además está impedido 
de promover o aportar prueba también de oficio o de decidir per se la 
imposición de medidas gravosas sobre los derechos del acusado en 
especial que restrinjan su derecho a la libertad, entonces, bajo tal principio 
existe una diferenciada función entre el fiscal y el juez, así mientras el 
primero tiene a su cargo la investigación y acusación, al segundo 
únicamente le corresponde la función de decisión o de sentenciar. 
 
El Principio de División de Roles no corresponde al Sistema Mixto, 
más bien en él le asiste el Principio Dispositivo por el cual el Juez está 
obligado a per se buscar las verdad sobre los hechos siendo él quien 
dirige todo el proceso, para ello y de modo trascendente no sólo puede 
disponer medidas de coerción, sino también puede actuar pruebas de 
oficio, por tanto, la diferencia entre ambos procesos es propiamente la 
división de roles que hemos aludido, precisando que en torno a los demás 
principios su exigencia y calidad es mayor en el Sistema Penal Acusatorio. 
 
dentro del contexto del Sistema Penal Acusatorio y bajo el Principio 
de Contradicción existen dos partes que en igualdad de condiciones están 
en constante oposición o adversarialidad procesal cuya finalidad de cada 
una por su lado es lograr la convicción del juzgador al momento en que 






El Principio de Contradicción entonces comprende al acusador y 
acusado, ambos tienen derecho a él, como además se determina del 
Principio de Igualdad Procesal, ambos contenidos en el artículo I.1° del 
Código, empero, este principio y para el acusado se relaciona de manera 
directa con su derecho constitucional de defensa que se extiende a todo 
grado y estado del proceso como expresamente lo prescribe el artículo IX  
del Título Preliminar del código. 
 
Así, el derecho de contradicción y de defensa constitucional del 
acusado, debe considerarse vigente por cada pretensión que dirija en su 
contra la fiscalía, siendo así y ya en la Etapa de Juzgamiento, la defensa 
debe tener la posibilidad de controvertir y expresar defensa frente a: 
 
a. Los hechos que postula la fiscalía contra el acusado. 
b. Las pruebas que señala la fiscalía actuará en contra del procesado. 
c. La pena que propone la fiscalía se imponga al enjuiciado. 
d. El monto de la reparación civil que pide el fiscal se obligue a pagar al 
encausado. 
e. De existir otras propuestas del fiscal, la defensa debe tener la 
oportunidad de controvertir cada una de ellas. 
 
Tal posibilidad de contradicción debe ser material (posibilidad real 
de debatir cada hecho y pretensión del fiscal en el estadío oportuno y 
coherente previo a la deliberación del juzgador sin que implique en la 





puramente formal (no basta solo una posibilidad general que implique una 
única posibilidad de debatir todos los aspectos que por la defensa a costa 
de expresarlos de modo no coherente, como sería el tener que pedir en 
un sólo acto o momento la absolución y a la vez peticionar una pena 
atenuada), para ello no basta que el acusado tenga un abogado 
permanente durante todo el juicio, sino que además su abogado defensor 
tenga la oportunidad legal y procesal que de modo adecuado le permita 
ejercitar tales derechos, sin que ello implique una restricción o limitación 
a la estrategia que plantee para el caso. Sería por ejemplo una afectación 
a la defensa que luego que el fiscal pida la declaración de responsabilidad 
penal y la imposición de una pena determinada, obligar a la defensa que 
inicialmente propuso la absolución del acusado también se pronuncie 
sobre el cuantum de la pena, es decir, no se le puede constreñir a 
peticionar la declaración de inocencia y en el mismo momento a peticionar 
la imposición de una pena atenuada. 
 
2.1.3. Los alegatos iniciales 
 
Conforme se prevé por el artículo 372° del código, el juicio oral 
inicia propiamente –y luego de la acreditación de los intervinientes- con la 
exposición o alegatos iniciales de cada una de las partes. Para el caso de 
la fiscalía el artículo mencionado da a entender que debe señalar en su 
exposición un resumen de su requerimiento de acusación, de modo tal 
que se suele observar en los juicios que el fiscal nuevamente se ciñe al 





precedentes, concomitantes y posteriores, calificación jurídica, grado de 
responsabilidad penal, propuesta de pena, de reparación civil y señala los 
medios de prueba que actuará. No se señala cómo debe ser el alegato 
inicial de la defensa, sin embargo, por el Principio Contradictorio se 
discurre que debe implicar la posibilidad de pronunciarse sobre cada 
aspecto postulado por la fiscalía contra el acusado. 
 
Más allá de la praxis que vamos percibiendo acontece en las salas 
de audiencias de los distritos judiciales donde se aplica el código, en la 
doctrina encontramos una orientación distinta sustentada en aspectos 
estratégicos sobre cómo sistematizar la información relevante al caso y 
de cómo presentarla al juzgador para que éste la pueda entender, 
recordar con facilidad y en su momento decida acogerla como la 
propuesta válida (desarrollo de habilidades de persuasión sobre el juez). 
 
Considerando teóricamente que por el Principio de Imparcialidad el 
juez de juicio conoce de los hechos y posiciones de las partes recién al 
inicio del juicio y a través de los alegatos iniciales o alegatos de apertura 
y si ello verdaderamente es así en el juez, entonces éste estará ávido de 
conocer las posiciones de las partes y de recibir información relevante que 
le permita tomar la determinación para el caso.  
 
Bajo este contexto de la exigencia del juez imparcial y que no se 
contamina con el conocimiento de los hechos per seantes de iniciado el 





estratégica que tiene cada parte para poder dirigirse al juzgador 
exponiéndole su posición y por ello se exige en ellas la aptitud de elaborar 
un mensaje lógico y coherente, claro o entendible, concreto o no extenso 
pero a la vez completo, que sea ameno, memorable, que pueda ser 
sustentado en los elementos del caso existentes que lo apoyan y que a la 
vez pueda explicar razonadamente los elementos que se oponen a él. 
 
A la luz de lo indicado, el alegato inicial es una propuesta que 
efectúan las partes al juez, sobre los hechos que pretenden demostrar 
durante el juicio y al ser sólo una propuesta aún, debe estar básicamente 
estructurada en hechos y los aspectos probatorios de cómo se considera 
se probarán tales hechos. 
 
Bajo esa razón y sin dejar de lado la estructura sobre postulación 
fáctica que establece el artículo 349° del código (exposición de hechos 
precedentes, concomitantes y posteriores) y teniendo en cuenta lo 
desarrollado por la Corte Suprema de Justicia de nuestro país sobre la 
Imputación Suficiente en el Acuerdo Plenario N° 2-2012/116 en torno a la 
exigencia al fiscal de un relato detallado de modo suficiente, secuenciado 
y cronológico (nuevamente hechos precedentes, concomitantes y 
posteriores), podemos concluir que el alegato inicial de la fiscalía ha de 
tener obligadamente un criterio cronológico en el que destacamos que los 
hechos precedentes deben estar orientados a destacar las motivaciones 
e intencionalidad del comportamiento del acusado que luego se verían 





describirse incidiendo en la conducta concreta realizada por aquél, para 
luego y en los hechos posteriores afirmarse la conducta que desplegó el 
agente tendientes a evadir la acción de la justicia y/o como pretendió 
entorpecer u obstaculizar el esclarecimiento de los hechos (Vrg. Cómo es 
que fugó o trató de hacerlo, cómo es que trató de borrar huellas, indicios, 
etc). Claro está que de acuerdo a la doctrina de la litigación oral, el alegato 
inicial del fiscal es sugerido inicie con la delimitación de un tema central o 
la titulación que efectúa aquél sobre el caso (Vrg.”Señor juez la Fiscalía le 
trae el caso de un hombre que aprovechando vivir sólo con su menor hija, 
decidió violarla”), se expresen los elementos de prueba y los aspectos 
centrales de cada una a actuarse y que probarán su postulación, también 
se sugiere para el caso del fiscal efectuar una anticipación que exprese al 
juez cual será la posición que expresará la defensa y adelantar del porqué 
estará errada, finalmente proponer la forma de cómo de concluir el caso 
(con una sentencia de condena) y finalizar refiriéndose nuevamente al 
tema o título del caso. 
 
Arribada a la conclusión que para el caso de la Fiscalía es obligada 
a estructurar su alegato inicial de modo cronológico, no ocurre lo mismo 
con la posición del acusado. La defensa en su alegato inicial no está 
obligada a presentarla también de modo cronológico porque si efectúa su 
alegato de modo cronológico, lo más probable es que tenga que 
repetirhechos que el fiscal ya había expuesto, lo que no resulta adecuado 
ni estratégico porque si la defensa lo hace así lo que logrará es que el juez 





del fiscal y más bien el alegato inicial de la defensa, debe procurar 
internalizar en la mente del juez su propuesta, la hipótesis de la defensa 
que debe ser también lógica y creíble. 
 
Así las cosas, entonces, el alegato inicial de la defensa, se sugiere 
debe ser más bien de modo temático, esto es, debe centrarlo sobre 
determinados aspectos relevantes que controvierte del fiscal. De este 
modo, podemos discurrir que el alegato de la defensa puede ser de tres 
tipos: 
 
a. Proponer que existe un error de la fiscalía en la determinación del autor. 
Por ejemplo en un caso de homicidio, la defensa no cuestionará la muerte, 
el lugar, la hora, ni las circunstancias de cómo se produjo ella, sólo 
cuestionará que el acusado no fue el autor o responsable. 
 
b. Proponer que en los hechos que postula el fiscal, existe una 
circunstancia de atipicidad, justificación o de inculpabilidad. Podemos citar 
el clásico ejemplo del error del tipo cuando la fiscalía postula una violación 
de una menor de 14 años de edad y la defensa postula la aceptación de 
la relación sexual, empero que el agente pensó –por apariencia física o 







c. Proponer que en caso no se lograrán probar determinados hechos que 
postula la fiscalía y por ello la duda razonable se mantendrá y que ello 
conllevará al finalizar el juicio a la absolución del acusado. 
 
En suma, de estos ejemplos podemos concluir que la defensa en 
su alegato inicial sólo debe proponer probar determinados hechos o temas 
específicos (Alegato Inicial de tipo temático). Respecto a la estructura, no 
existen criterios uniformes, pero se pueden destacar los más relevantes 
como son: iniciarse negando las últimas expresiones del fiscal (Vrg. El 
fiscal al concluir su alegato: “… por eso señor Juez, le solicito emita 
sentencia condenatoria contra un hombre que aprovechando vivir solo con 
su hija decidió violarla”. A su turno la defensa podría expresar: Señor juez, 
“el acusado no vivía sólo con su hija y menos hubo violación alguna, ello 
se probará con …”). Este ejemplo nos permite discurrir que el alegato 
inicial de la defensa no tiene obligadamente que estar titulada, pero si 
debe expresar los elementos probatorios que la acreditarán durante el 
juicio, para luego concluir expresando una petición concreta: la absolución 
del acusado. 
 
Sin duda que lo anotado no se corresponde con el contexto 
normativo del código, al igual como lo son muchos aspectos entre ellos 
destacamos:  
a)Bajo el orden normativo de los artículos 372° y 373° del código, luego 
de los alegatos iniciales se suele recién discutir la admisión o inadmisión 





nueva, lo que consideramos un yerro porque se entiende que por el 
Principio de Igualdad de Armas en los alegatos iniciales ya las partes 
deben saber cuáles son todos los elementos probatorios con los que 
cuenta cada una de ellas para la Etapa del Juicio y menos en los alegatos 
iniciales se podría hacer mención a un elemento probatorio que aún no ha 
sido admitido para su actuación en juicio y en caso de expresarse, debería 
ser objetada. Por ello, en el alegato inicial no se podría expresar un 
elemento probatorio conjeturando que recién se postulará su admisión 
acabados los alegatos iniciales.  
 
b) El artículo 375° del código establece que el último en interrogar al 
acusado es su abogado defensor, lo que permite deducir que de acuerdo 
al código tendría que hacerlo inicialmente el fiscal o juez.  
 
En otras palabras se está expresando que el fiscal o juez tendrían 
que ejercitar lo que se conoce cono interrogatorio directo al acusado 
cuando ese tipo de interrogatorio se efectúa con el testigo que ofrece la 
misma parte y que tiene como finalidad acreditar al testigo como creíble y 
acreditar su testimonio como lógico y coherente, para luego ya el abogado 
ejercitar sobre su propio patrocinado el contrainterrogatorio que tiene 
como objetivo desacreditar al declarante. Sin duda que lo regulado por 
este artículo en el sentido anotado resulta ser una incoherencia dentro de 






c) El mismo artículo 375° también establece el orden de la actuación de 
las pruebas y señala que en primer orden se actúa la declaración del 
acusado, luego la actuación de los órganos de prueba es decir la 
declaración de testigos y peritos y finalmente la lectura de documentos. 
Sin embargo y ya habiéndonos referido a que en un Sistema Acusatorio 
se deben desplegar destrezas y estrategias por las partes en 
contradicción tendientes a lograr persuadir al juzgador, se contrapone a 
ello que la ley sea la que establezca el orden de la actuación de las 
pruebas como se ha indicado, por el contrario, esas estrategias y 
destrezas deben implicar que sean las partes las que establezcan cual es 
el orden de la presentación de sus pruebas ante el juez.  
 
Ya hemos referido que el código en muchas figuras procesales no 
guarda una coherencia con la exigencia de un Sistema Penal Acusatorio, 
sin embargo, consideramos que debe ser la orientación que debe dársele 
porque más allá de los aspectos puramente literales que contiene y que 
llevan a prácticas e intervenciones que consideramos inadecuadas como 
las anotadas –y la propia que se pretende probar con el presente trabajo- 
el código debe ser aplicado de forma dinámica y no ritual ni literal, 
procurando del proceso un escenario adecuado que permita al juez 
obtener información relevante y que, acercándose en lo posible a la 
verdad de cómo habrían acontecido realmente los hechos, pueda emitir 






2.1.4. Los alegatos finales 
 
Mientras que los alegatos iniciales son una propuesta de hechos 
que se promete probar ante el juez, los alegatos finales o de clausula son 
ya la expresión y argumentación de cómo cada parte considera ha logrado 
probar durante el juicio. En esta línea el alegato de clausula es 
esencialmente argumentativo y también se expresan en él conclusiones 
sobre hechos probados y no probados. 
 
Sin duda que por el Principio de Congruencia Procesal los alegatos 
finales deben estar referidos a los mismos hechos que fueron propuestos 
en el alegato inicial y bajo el mismo principio, es el marco fáctico sobre el 
que el juez puede emitir sentencia. 
 
2.1.5. La cesura en el proceso penal 
La cesura es una figura procesal sustentada en asegurar durante 
el juzgamiento de mejor modo el derecho de defensa del acusado 
especialmente sobre cada una de las pretensiones principales que 
expresa en dicha etapa la Fiscalía. Así podemos decir que esas 
pretensiones principales que dirige el fiscal al juez son tres:  
 
a) La primera es la declaración sobre la existencia del delito y de la 
responsabilidad penal del acusado; 
b) La segunda es la determinación del cuantum de la pena propuesta por 





c) La tercera es la determinación del monto de la reparación civil también 
propuesta por el fiscal. 
 
Se indicada que por la cesura el acusado debe tener la oportunidad 
de poder defenderse, pronunciarse y debatir cada una de las pretensiones 
del fiscal en un momento determinado y no en un solo momento procesal.  
 
Así entonces, la cesura implica tener que partir o separar el 
juzgamiento en sub etapas, esto es, que primero se discuta y decida si el 
delito se cometió o no y en caso que el juzgador considere que ello sí 
acontece, recién se continúe con la siguiente sub etapa para discutirse el 
cuantum de la pena donde recién podría ventilarse la determinación de la 
concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes en el caso, 
momento en el que la defensa del acusado sí tenga la oportunidad de 
pronunciarse sobre tales aspectos. Posteriormente tendría que seguirse 
el mismo procedimiento para la determinación de la reparación civil. 
 
El avance de la implementación del juicio por jurados en los códigos 
procesales argentinos, no sólo han cambiado la integración del órgano 
juzgador sino que ha modificado profundamente el proceso penal 
apareciendo nuevos actos y etapas del mismo.  
En el marco de estas modificaciones los nuevos códigos 
procesales, si bien con distintas particularidades, han divido el debate en 





y la responsabilidad y la segunda para la determinación de la pena, 
implementando la denominada cesura de juicio.-  
 
Esta división del debate, novedosa en nuestro sistema penal, 
presenta nuevos desafíos. Principalmente, es crucial que su 
implementación no termine recortando garantías, cuyo reconocimiento 
llevó muchos años de esfuerzo; hablamos de defensa en juicio, no 
autoincriminación, doble conforme, lo que devendría en una 
desnaturalización del instituto.  
 
En ese marco, a continuación desarrollaré una propuesta respecto 
a cuál es el momento oportuno para realizar la segunda parte del debate, 
donde se debe definir la pena, a efectos de garantizar que, por una parte, 
se permita un ejercicio amplio al derecho de revisión de la sentencia y, por 
otra, no se desnaturalice la cesura de juicio, al impedir la producción de 
prueba y la discusión amplia de la pena a imponer.  
 
Un caso:  
José observa una bicicleta sujeta por una cadena con candado a la 
reja de una casa; con una pinza corta la cadena y huye llevándose el 
rodado, momento en que un vecino de la cuadra lo observa de espaldas. 
Llegado a su casa, se reúne con sus amigos Pedro y Juan, les comenta 
lo que hizo y les dice estar arrepentido. Luego de un par de días, lleva la 






En virtud de la denuncia formulada por el dueño de la bicicleta al 
momento de su sustracción se realiza una investigación y, fundada en el 
testimonio del vecino, se le inicia una causa penal a José, imputándole la 
sustracción de la bicicleta, hecho calificado como robo simple.  
Llegado el momento del juicio, a la defensa de José se le plantea 
la disyuntiva de invocar la inocencia de su asistido en virtud de la escasa 
prueba que hay en su contra (testimonio del vecino) o una responsabilidad 
reducida en virtud de la conducta posterior de José, quien no sólo 
demostró un sincero arrepentimiento, sino que reparó el daño causado.  
 
2.1.5.1. Solución con el sistema de juicio en única etapa (sin cesura) 
Con el Código Procesal anterior de la Provincia de Neuquén 
o los de la mayoría de las provincias argentinas, la decisión debe 
ser tomada antes de ofrecer prueba, durante el plazo de citación a 
juicio, y cualquier cambio de la estrategia a posteriori provocará un 
serio perjuicio al imputado.  
 
Ahora bien, en caso de elegirse la primera opción y bregar 
por la inocencia de José, derecho legítimo del mismo en virtud de 
la normativa constitucional y los tratados internacionales, de ser 
hallado culpable, ya no tendrá la opción de demostrar su conducta 
posterior de arrepentimiento, para que en el marco del artículo 41 







Si, por el contrario, se elige la segunda alternativa -
renunciando al derecho de no autoincriminación e incluso, en cierta 
medida, al de defensa en juicio- si bien se puede invocar y 
demostrar, por su conducta posterior, la menor gravedad del hecho, 
para hacerlo debió no sólo confesar la autoría sino incluso ofrecer 
prueba (testimonio de Pedro y Juan) que será usada en su contra 
para acreditar su culpabilidad.-  
 
2.1.5.2. Juicio en dos etapas (con cesura) 
Ante esta situación diversos sistemas penales, algunos 
desde antaño como el norteamericano, establecieron la realización 
del juicio en dos etapas: durante la primera se discute todo lo 
relacionado con la materialidad y autoría del hecho, y luego, en la 
segunda, cuando ya están definitivamente establecidos los hechos 
y las conductas de los autores, se realiza un debate sobre la pena 
a imponer.-  
 
Alejandro Carrió (El enjuiciamiento penal en la Argentina y 
los Estados Unidos, Ed. Eudeba), al describir las ventajas de la 
separación del juicio en dos etapas nos dice: "Recién luego de que 
el acusado ha sido encontrado culpable, sus antecedentes penales 
son revelados. Ello responde a que se entiende que el 
conocimiento de esos antecedentes durante el juicio podría influir 





cual debe decidirse atendiendo a los hechos motivo de juzgamiento 
y no a la conducta pasada del acusado...". 
 
Esta solución evita, por un lado, que el tribunal se vea 
influenciado en su decisión por cuestiones ajenas al hecho en 
juicio, tales como los antecedentes penales o el comportamiento 
social del imputado tanto antes como después del hecho y, por otro, 
se libera a la defensa de la necesidad de diseñar una estrategia en 
la que se considere en forma simultánea la declaración de 
culpabilidad y las consecuencias de un veredicto condenatorio, 
limitando de ese modo la amplitud probatoria para cada una de las 
cuestiones.  
 
Así, el sistema de juicio en dos etapas evita que el imputado 
se encuentre en una situación en la que, a los efectos de la 
determinación del hecho y la responsabilidad por el mismo, le 
convenga el silencio -a cuyo uso tiene indudable derecho- y que, 
contrariamente, a los efectos de la medición de la pena, le 
convenga una declaración abierta, situación contradictoria que 
necesariamente limita y dificulta el ejercicio de su defensa.-  
 
En el caso planteado a modo de ejemplo, resulta claro que 
la realización del juicio en dos etapas resultaría notablemente 
beneficiosa, no sólo al sospechado, sino también al propio sistema 





autoría sin que la defensa descubriera la existencia de los testigos 
Pedro y Juan, y, recién luego de ser encontrado culpable, podría 
mediante esos testimonios lograr la aplicación de una pena más 
acorde a la real responsabilidad de José.-  
 
2.1.5.3. El juicio de cesura en el marco del sistema penal argentino 
 
En nuestro sistema penal la determinación del monto de la 
pena se encuentra regulada por los artículos 40 y 41 del Código 
Penal, estableciendo este último que los parámetros para fijar la 
pena serán, entre otros, la naturaleza de la acción y de los medios 
empleados para ejecutarla, la extensión del daño y del peligro 
causados, la conducta precedente del sujeto, la calidad de los 
motivos que lo determinaron a delinquir, la participación que haya 
tomado en el hecho, las reincidencias en que hubiera incurrido.  
 
En virtud de ello la discusión en el debate de la pena girará 
no sólo en torno de los antecedentes personales del acusado, sino 
también en cuestiones directamente relacionadas con el hecho 
imputado como, por ejemplo, el daño causado, los motivos que 
llevaron a la comisión del hecho o incluso la participación que 
efectivamente tuvo en el hecho.  
 
Siendo tema del debate cuestiones vinculadas a la propia 





no sólo acreditará las condiciones del acusado sino que también, 
necesariamente, acreditará la relación del acusado con el hecho, 
ya sea por justificar los motivos de su comisión o por minimizar la 
participación que le cupo en el mismo.  
 
En resumen, si al momento del juicio de cesura no está 
definitivamente cerrado el debate sobre el hecho y la 
responsabilidad, el ofrecimiento y producción de nuevas pruebas 
coloca al acusado en una situación equiparable a la que se 
describiera para los sistemas donde se realiza el juicio en un 
debate único comprensivo de ambas etapas, ya que luego, en la 
revisión de la sentencia, el tribunal accedería tanto a la prueba 
vinculada a la primera etapa, como a la producida para la segunda.-  
 
2.1.5.4. El doble conforme y el juicio de cesura 
A partir de lo desarrollado hasta aquí sobre el juicio de 
cesura, se plantea el problema de la oportunidad en que debe 
realizarse el debate de la pena o cesura del juicio, en relación con 
el agotamiento de las vías recursivas o, al menos, con el 
cumplimiento de la garantía del doble conforme.  
Existen al menos tres oportunidades en que puede 
plantearse la realización del debate sobre la pena: la primera, como 
está establecido en el Código Procesal de Neuquén, es posterior al  
veredicto y antes del dictado de la sentencia, quedando la 





última, que comprende tanto el veredicto como la pena aplicada; la 
segunda posibilidad, más ajustada al propósito de la cesura del 
juicio, es esperar a que el veredicto de culpabilidad adquiera 
firmeza, ya sea por la no interposición de recursos o por el 
agotamiento de la vía recursiva, y recién allí debatir el monto de la 
pena; finalmente, una solución intermedia, consiste en realizar el 
juicio de cesura luego de agotado el trámite del doble conforme 
sobre el veredicto, o sea luego de que este haya sido revisado en 
una segunda instancia.  
 
La primera de las posibilidades planteadas, y tal como se 
expusiera, lleva a una desnaturalización del propósito de la cesura 
del juicio, puesto que, si bien es cierto que la primera decisión sobre 
la materialidad del hecho y su autoría no se encuentra influenciada 
por los avatares de la imposición de la pena, resulta imposible 
evitar que quien ejerza el control del doble conforme no tome 
conocimiento y sea influenciado por lo debatido en oportunidad de 
fijar la pena.  
 
La segunda de las propuestas, si bien garantiza que al 
momento de fijar la pena -por encontrarse firme el veredicto del 
culpabilidad y no quedar recursos pendientes- lo que se ventile en 
el debate correspondiente no afectara la resolución sobre el hecho 





pena, dado los largos plazos de los trámites recursivos, podría 
llegar a realizarse varios años después de veredicto.-  
 
Finalmente, la tercera opción parece ser la más conveniente, 
en cuanto, sin ampliar excesivamente el trámite, posibilita llegar al 
dictado de la pena luego de que los hechos y la responsabilidad 
queden firmemente acreditados a través del doble conforme del 
veredicto de culpabilidad.  
Colofón:  
 
La división del juicio en dos grandes momentos es un 
indudable avance en beneficio de las garantías de los imputados y 
de la aplicación de la ley penal, al permitir que se defina la 
materialidad y autoría de un hecho circunscribiendo el debate a la 
cuestión tratada, pero el proceso debe regularse de modo que, 
antes de ingresar a la segunda , se encuentre al menos ratificada 
por el doble conforme la primera, para evitar que al ejercerse el 
derecho a la revisión del fallo se desnaturalice el propósito de la 
cesura, como sucede con la regulación establecida por los artícuos 
178 y 179 del Código Procesal Penal de Neuquén, la cual, al 
establecer que el ofrecimiento de prueba y debate para la fijación 
de la pena se realice antes de que pueda revisarse el veredicto de 







2.2. Hipótesis y variables 
2.2.1. Hipótesis general  
 
Es probable que durante la Etapa de Juzgamiento, frente a la 
propuesta del cuantum de la pena efectuada por la Fiscalía, la defensa no 
tenga la posibilidad legal ni práctica de controvertirla cuando el juez emite 
sentencia condenatoria declarando la responsabilidad penal e imponiendo 
la pena con las demás previsiones accesorias legales, lo que implicaría la 
necesidad de incorporarse a la figura procesal de la cesura en el proceso 
penal peruano. 
 
2.2.2.  Hipótesis específica 
 
 Es posible que durante la Etapa de Juzgamiento, frente al cuantum 
de la pena que solicita el fiscal, la defensa no tenga la posibilidad 
legal ni práctica de controvertirla cuando el juez emite sentencia 
condenatoria declarando la responsabilidad penal junto con la 
determinación de la pena. 
 
 La problemática indicada implicaría la necesidad de incorporar en 
nuestra legislación procesal penal nacional y en especial para la 







2.2.3. Sistema de variable 
Identificación de variables 
VARIABLE INDEPENDIENTE. 
Imposibilidad en la defensa para debatir el cuantum de la 
pena. 
- INDICADORES: 
a. Análisis del artículo 399° del Código Procesal Penal. 
b. Fundamentos de la Fiscalía en sus alegatos expresados en 
juicio. 
c. Fundamentos de la defensa en alegatos expresados en 
juicio. 
d. Fundamentos de sentencias en la determinación de pena 
principal. 
e. Fundamentos de la Fiscalía en apelación de sentencia. 
f. Fundamentos de la defensa en apelación de sentencia. 
g. Fundamentos de sentencias de apelación en la 
determinación de la pena. 
VARIABLE DEPENDIENTE. 
Necesidad de la incorporación de la cesura. 
- INDICADORES. 
a. Opiniones de jueces de juzgamiento. 
b. Opiniones de fiscales provinciales penales. 














MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1. Diseño de investigación. 
Dado que la investigación ha tenido por un lado el análisis del 
artículo 399° del Código Procesal Penal y, por otro lado, el análisis de 
sentencias emitidas así como el de las opiniones de magistrados que se 
han precisado, es un trabajo de tipo ex post facto, también es de tipo 
Descriptivo-Explicativo, Cuantitativo y Cualitativo además de ser 
Propositivo 
 
3.2. Población y muestra. 
3.2.1. Población 
El universo del presente trabajo, está constituido por las siguientes 






a. El artículo 399° del Código Procesal Penal, que ha sido objeto de 
análisis cuyos resultados se exponen al inicio del siguiente capítulo, no 
obstante para ello también se han tomado en cuenta opiniones de los 
señores magistrados entrevistados. 
 
b. Las sentencias condenatorias con previa actividad probatoria, emitidas 
por los Juzgados Penales Colegiados y las Salas de Apelaciones de las 
Provincias de Puno y San Román del Distrito Judicial de Puno, durante 
los meses de enero a mayo del año 2015.  
 
Se destaca en el caso del Juzgado Colegiado de Puno han sido 06 casos 
sentenciados en los que ha existido declaración de condena e imposición 
de sanción y para el caso del Juzgado Colegiado de San Román han sido 
12 sentencias seleccionadas con los mismos criterios. Cabe además 
señalar que el seguimiento de los casos se ha efectuado incluso hasta la 
etapa de impugnación que han sido un total de 12 en la Sala de 
Apelaciones de Puno (comprende además impugnaciones de juzgados de 
provincias de la zona sur) y 07 sentencias de vista en la Sala de 
Apelaciones de San Román (únicamente se consignaron sentencias 
elevadas del Juzgado Penal Colegiado, toda vez que las demás 
impugnaciones corresponden a juzgados unipersonales que son 
integradas por los mismos magistrados, lo que ha permitido determinar 






c. Las opiniones de los señores jueces del Juzgado Penal Colegiado de 
la provincia de Puno (que son 05) y de los señores fiscales penales de la 
Provincia de Puno (que han sido 12 sin considerar a la Fiscalía del Distrito 
de Ácora). 
 
3.2.2. Tamaño de muestra   
Dado que las unidades de estudio no han sido numerosas, se analizó el 
100% de cada una de ellas, en consecuencia y no ha sido necesario el 
uso de muestras. 
 
3.3. Técnicas e instrumentos. 
Para la obtención de la información que permita alcanzar los 
objetivos propuestos en el presente proyecto, se han previsto las 
siguientes técnicas de investigación e instrumentos: 
a. Para el análisis del artículo 399° del Código Procesal Penal, se aplicó 
la Técnica de Análisis de Contenido y además la Entrevista de jueces y 
fiscales penales del Distrito de Puno. 
b. Para el análisis de las sentencias condenatorias, se utilizó la Técnica 
de la Observación Documental y se aplicó a través de la Ficha de 
Observación. 
c. Para el análisis de las opiniones de los señores magistrados se utilizó 





















Art. 380.- El día y hora fijados, el tribunal se constituirá en la sala 
de audiencia. El juez que presida, después de verificar la presencia de las 
partes, los testigos, peritos o intérpretes, declarará abierta la vista pública, 
explicando al imputado sobre la importancia y el significado de lo que va 
a suceder, indicándole que esté atento a lo que va a oír y ordenará la 
lectura de los hechos objeto de juicio. 
 
Inmediatamente permitirá que las partes formulen todas las 





sucesivamente, o se diferirán según convenga al orden del juicio; en la 
discusión de las cuestiones incidentales, se les concederá la palabra a las 
partes tan sólo una vez, por el tiempo que establezca el juez que preside. 
 
Resuelto lo anterior, permitirá que el fiscal y el querellante en su 
caso expliquen la acusación y posteriormente se le concederá la palabra 
a la defensa para que exprese la orientación de la misma. 
 
Ampliación de la acusación 
Art. 384.- Durante la vista, el fiscal o el querellante podrán ampliar 
la acusación mediante la inclusión de un nuevo hecho o una nueva 
circunstancia que no haya sido mencionada en la acusación o en el auto 
de apertura a juicio, que modifica la calificación legal o la pena del mismo 
hecho, integra un delito continuado o modifica los términos de la 
responsabilidad civil. 
 
La corrección de simples errores materiales o la inclusión de alguna 
circunstancia que no modifica esencialmente la imputación ni provoca 
indefensión, se podrá realizar durante la audiencia, sin que sea 
considerada una ampliación. 
 
Normas para la deliberación y votación 
Art. 394.- El tribunal apreciará las pruebas producidas durante la 






Los jueces deliberarán y votarán respecto de todas las cuestiones, 
según el siguiente orden, en lo posible: 
 
1º.) Las relativas a su competencia, a la procedencia de la acción 
penal, de la acción civil y toda otra cuestión incidental que se haya diferido 
para este momento. 
 
2º.) Las relativas a la existencia del delito y la culpabilidad. 
 
3º.) La individualización de la pena aplicable. 
 
4º.) Lo relativo a la responsabilidad civil. 
 
Las decisiones se adoptarán por mayoría. Los jueces 
fundamentarán separadamente sus votos o lo harán en forma conjunta 
cuando estén de acuerdo. 
 
Requisitos de la Sentencia 
Art. 395.- La sentencia se pronunciará en nombre de la República 
de El Salvador y contendrá: 
 
1) La mención del tribunal, lugar y fecha en que se ha dictado, el 
nombre de los jueces y las partes, las generales del imputado, de la 






2) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones 
planteadas en la deliberación, con exposición precisa de los motivos de 
hecho y de derecho en que se funda. 
 
3) La determinación precisa y circunstanciada del hecho que el 
tribunal estima acreditado. 
 
4) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables. 
 
5) La firma de los jueces. Si uno de los miembros del tribunal no 
puede suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la deliberación, 
esto se hará constar y la sentencia vale sin esa firma. 
 
Redacción y lectura 
Art. 396.- Posterior a la deliberación y votación, el tribunal se 
constituirá a la sala de audiencia y en presencia de las partes que se 
encuentren, uno de los jueces expondrá verbalmente cuáles han sido los 
fundamentos de la decisión asumida y detallará de manera sucinta la parte 
dispositiva de la sentencia. 
 
La sentencia será redactada por el juez ponente y firmada por 
todos. 
 
Dentro de los diez días hábiles de haberse pronunciado el fallo 





entregará copia íntegra de la sentencia a las partes, lo cual constará en 
acta, quedando éstas notificadas con dicha entrega; la parte que no 
comparezca a la hora señalada se tendrá por notificada pudiendo retirar 
posteriormente la copia de la sentencia que le corresponda. 
 
Si por motivos excepcionales la sentencia no fuere entregada en el 
término establecido se habilitarán por resolución fundada cinco días 
hábiles más. 
 
Sentencia y acusación 
Art. 397.- La sentencia no podrá dar por acreditados otros hechos 
u otras circunstancias que los descritos en la acusación y admitidos en el 
auto de apertura a juicio o, en su caso, en la ampliación de la acusación, 
salvo cuando favorezcan al imputado. 
 
En la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación 
jurídica distinta a la de la acusación o del auto de la apertura a juicio, o 
aplicar penas más graves o distintas a las solicitadas. El imputado no 
podrá ser condenado en virtud de un precepto penal distinto del invocado 
en la acusación, su ampliación o en el auto de apertura a juicio, si 
previamente no fue advertido sobre la modificación posible de la 
calificación jurídica; la regla comprenderá también a los preceptos que se 








Art. 398.- Cuando la sentencia sea absolutoria, el juez o tribunal 
ordenará inmediatamente la libertad del imputado y la cesación de toda 
medida cautelar aunque aquella sea todavía recurrible; además decretará 
la restitución de los objetos afectados en el procedimiento que no estén 




Art. 399.- La sentencia condenatoria fijará con precisión las penas 
o medidas de seguridad que correspondan, y en su caso, determinará la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena y las obligaciones que 
deberá cumplir el condenado. También se establecerá el plazo dentro del 
cual corresponderá pagar la multa. 
 
Cuando la acción civil ha sido ejercida, la sentencia condenatoria 
fijará, conforme a la prueba producida, la reparación de los daños 
materiales, perjuicios causados, y costas procesales así como las 
personas obligadas a satisfacerlos y quién deberá percibirlos. 
 
Cuando los elementos de prueba referidos a la responsabilidad civil 
no permitan establecer con certeza los montos de las cuestiones 
reclamadas como consecuencias del delito, el tribunal podrá declarar la 
responsabilidad civil en abstracto, para que la liquidación de la cuantía se 






La sentencia decidirá sobre la entrega de objetos secuestrados a 
quien el tribunal entienda con mejor derecho a poseerlos, sin perjuicio de 
los reclamos que correspondan ante los tribunales civiles y decidirá sobre 
el comiso, la pérdida del producto, de las ganancias y ventajas 
provenientes del hecho, así como de la destrucción de los objetos 
previstos en la ley. 
 
Cuando la sentencia establezca la falsedad de un documento, se 
inscribirá en él una nota marginal sobre su falsedad, con indicación del 
tribunal, del procedimiento en el cual se dictó la sentencia y de la fecha de 
su pronunciamiento. 
 
Cuando el documento se encuentre registrado, se ordenará la 







Artículo 291.- Cerrada la instrucción, se mandará poner la causa a 
la vista del Ministerio Público, por diez días, para que formule 





por cada cien de exceso o fracción, se aumentará un día al plazo 
señalado, sin que nunca sea mayor de treinta días hábiles. 
 
Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin que el 
Ministerio Público haya presentado conclusiones, el juez deberá informar 
mediante notificación personal al Procurador General de la República 
acerca de esta omisión, para que dicha autoridad formule u ordene la 
formulación de las conclusiones pertinentes, en un plazo de diez días 
hábiles, contados desde la fecha en que se le haya notificado la omisión, 
sin perjuicio de que se apliquen las sanciones que correspondan; pero, si 
el expediente excediere de doscientas fojas, por cada cien de exceso o 
fracción se aumentará un día en el plazo señalado, sin que nunca sea 
mayor de treinta días hábiles. 
 
Si transcurren los plazos a que alude el párrafo anterior, sin que se 
formulen las conclusiones, el juez tendrá por formuladas conclusiones de 
no acusación y el procesado será puesto en inmediata libertad y se 
sobreseerá el proceso. 
 
Artículo 292.- El Ministerio Público, al formular sus conclusiones, 
hará una exposición breve de los hechos y de las circunstancias 
peculiares del procesado; propondrá las cuestiones de derecho que se 
presenten; y citará las leyes, ejecutorias o doctrinas aplicables. Dichas 






Artículo 293.- En el primer caso de la parte final del artículo anterior, 
deberá fijar en proposiciones concretas, los hechos punibles que atribuya 
al acusado, solicitar la aplicación de las sanciones correspondientes, 
incluyendo la reparación del daño y perjuicio, y citar las leyes y la 
jurisprudencia aplicables al caso. Estas proposiciones deberán contener 
los elementos constitutivos del delito y los conducentes a establecer la 
responsabilidad, así como las circunstancias que deban tomarse en 
cuenta para individualizar la pena o medida. Para este último fin, el 
Ministerio Público considerará las reglas que el Código Penal señala 
acerca de la individualización de las penas medidas. 
 
Artículo 294.- Si las conclusiones fueren de no acusación, el juez o 
tribunal las enviará con el proceso al Procurador General de la República, 
para los efectos del artículo 295. 
 
Se tendrán por conclusiones no acusatorias, aquéllas en las que no 
se concretice la pretensión punitiva, o bien, ejercitándose ésta, se omite 
acusar: 
 
a) Por algún delito expresado en el auto de formal prisión; o 
 
b) A persona respecto de quien se abrió el proceso. 
 
Artículo 295.- El Procurador General de la República o el 





deban emitirlo y dentro de los diez días siguientes al de la fecha en que 
se haya recibido el proceso, resolverán, si son de confirmarse o 
modificarse las conclusiones. Si transcurrido este plazo no se recibe 
respuesta de los funcionarios primeramente mencionados, se entenderá 
que las conclusiones han sido confirmadas. 
 
Artículo 296.- Las conclusiones acusatorias, ya sean formuladas 
por el Agente o por el Procurador, en su caso, se harán conocer al 
acusado y a su defensor dándoles vista de todo el proceso, a fin de que, 
en un término igual al que para el Ministerio Público señala el artículo 291, 
contesten el escrito de acusación y formulen, a su vez, las conclusiones 
que crean procedentes. 
Cuando los acusados fueren varios, el término será común para 
todos. 
 
Si las conclusiones acusatorias definitivas se refieren a delito cuya 
punibilidad no señale pena de prisión o la señale alternativa con otra no 
privativa de libertad, el juez pondrá en inmediata libertad al acusado, 
advirtiéndole que queda sujeto al proceso para su continuación hasta la 
sentencia ejecutoria. 
 
Artículo 297.- Si al concluirse el término concedido al acusado y a 
su defensor, éstos no hubieren presentado conclusiones, se tendrán por 









Procedimiento ante los Jueces de Distrito 
Artículo 305.- El mismo día en que el inculpado o su defensor 
presenten sus conclusiones, o en el momento en que se haga la 
declaración a que se refiere el artículo 297, se citará a la audiencia de 
vista que deberá efectuarse dentro de los cinco días siguientes. La 
citación para esa audiencia produce los efectos de citación para 
sentencia. 
 
Artículo 306.- En la audiencia podrán interrogar al acusado sobre 
los hechos materia del juicio, el juez, el Ministerio Público y la defensa. 
Podrán repetirse las diligencias de prueba que se hubieren practicado 
durante la instrucción, siempre que fuere necesario y posible a juicio del 
tribunal, y si hubieren sido solicitadas por las partes, a más tardar al día 
siguiente en que se notificó el auto citando para la audiencia. Se dará 
lectura a las constancias que las partes señalen; y después de oír los 
alegatos de las mismas, se declarará visto el proceso, con lo que 
terminará la diligencia, salvo que el juez oyendo a las partes, considere 
conveniente citar a nueva audiencia, por una sola vez. 
 
Contra la resolución que niegue o admita la repetición de las 







Artículo 307.- Cuando se esté en los casos a que se refieren los 
apartados a), b) y c) del artículo 152, la audiencia principiará presentando 
el Ministerio Público sus conclusiones y contestándolas a continuación la 
defensa. Si aquéllas fueren acusatorias, se seguirá el procedimiento 
señalado en el artículo anterior, dictándose la sentencia en la misma 
audiencia o dentro de los cinco días siguientes a ésta. Si las conclusiones 
fueren de las contempladas en el artículo 294, se suspenderá la audiencia 
y se estará en lo previsto en el artículo 295. 
 
CAPITULO II 
Procedimiento relativo al jurado popular 
Artículo 308.- En los casos de la competencia del jurado popular 
federal, formuladas las conclusiones del Ministerio Público y de la 
defensa, el tribunal que conozca del proceso señalará día y hora para la 
celebración del juicio, dentro de los quince siguientes, y ordenará la 
insaculación y sorteo de los jurados. 
 
En el mismo auto se mandará citar a todos los testigos y peritos no 
científicos que hubiesen sido examinados durante la instrucción. 
 
Los peritos científicos sólo podrán ser citados cuando lo solicite 
alguna de las partes, o cuando a juicio del tribunal sea necesaria su 






Artículo 309.- La insaculación y sorteo de jurados se hará en 
público el día anterior al en que deba celebrarse el juicio, debiendo estar 
presente el juez, su secretario, el Ministerio Público, el acusado y su 
defensor. Estos dos últimos podrán dejar de asistir si así les conviniere. 
 
Artículo 310.- Reunidas las personas a que se refiere el artículo 
anterior, el juez introducirá en una ánfora los nombres de cien jurados 
inscritos en los padrones respectivos y de ellos sacará treinta. 
 
Al sacarse cada nombre, el juez lo leerá en voz alta. En este acto 
el Ministerio Público y  
el acusado, por sí o por su defensor, podrán recusar, sin expresión 
de causa, cada uno de ellos, hasta cinco de los jurados designados por la 
suerte. Los recusados serán substituidos inmediatamente en el mismo 
sorteo. 
 
Concluida la diligencia, se ordenará se cite a los jurados 
designados. 
Artículo 311.- Durante la audiencia deberán estar presentes: el 
Presidente de Debates, su secretario, el representante del Ministerio 
Público, el acusado, a no ser que renuncie expresamente su derecho de 
asistir, su defensor y los jurados insaculados. Si alguno faltare sin motivo 






Artículo 312.- El día fijado para la audiencia, transcurrida media 
hora de la señalada, presentes el Presidente de Debates, su secretario y 
el representante del Ministerio Público, se dará cuenta con los informes a 
que se refiere el artículo 85 y se pasará lista a los jurados citados. 
 
Si concurrieren doce jurados, por lo menos, se procederá a la 
insaculación y sorteo de los que deban conocer de la causa. En caso 
contrario, se mandará traer por medio de la policía a los ausentes que 
hubieren sido citados, según los informes rendidos, hasta completar el 
número de doce. 
 
Si transcurriere una hora sin haberse reunido el número requerido, 
no se efectuará la audiencia y se señalará nuevo día para la insaculación 
y sorteo de los jurados, y celebración de aquélla. 
 
Artículo 313.- A todos los jurados que, habiendo sido citados, no 
concurrieren, se les impondrá de plano la sanción con que se les hubiere 
conminado, que se hará efectiva sin recurso alguno, a menos que el 
faltista probare el impedimento que le hubiere imposibilitado para asistir. 
 
No se considerará como impedimento justificado el no haber tenido 
conocimiento de la cita por encontrarse ausente o por haber cambiado de 






A los jurados que se presentaren durante el sorteo, se les llamará 
públicamente la atención por su falta de puntualidad. 
 
Artículo 314.- Reunidos doce jurados, por lo menos, se introducirán 
sus nombres en una ánfora de la que el Presidente de Debates extraerá 
los de siete propietarios y los de los supernumerarios que crea 
conveniente, de modo que el número total de los sorteados no iguale al 
de los presentes. Los jurados supernumerarios suplirán a los propietarios 
en el orden en que hubiesen sido sorteados. 
 
Artículo 315.- Practicado el sorteo, el Presidente de Debates 
ordenará se dé lectura a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación que establezcan los requisitos para ser jurado y 
sus causas de impedimento, y en seguida preguntará a los jurados 
sorteados si tienen los requisitos y si no existen respecto de ellos algunas 
de esas causas. Si un jurado manifiesta que reconoce no poder fungir por 
cualquiera de esos motivos, se oirá en el acto al Ministerio Público, y el 
Presidente de Debates resolverá de plano, sin recurso alguno, si admite 
o desecha el motivo alegado. 
 
No se aceptará en este caso como motivo de impedimento, el de 
simple excusa que señale la misma Ley Orgánica. 
 
Artículo 316.- Cuando un jurado no manifestare el impedimento que 





apareciere en el acto o posteriormente que lo tiene, será consignado por 
el delito a que se refiere la fracción I del artículo 247 del Código Penal. 
 
La misma consignación se hará si se alegare algún impedimento, y 
después apareciere no ser cierto. 
 
Artículo 317.- Admitido el impedimento, será substituido por medio 
de sorteo el jurado impedido y, con el que resulte designado, se observará 
lo dispuesto en el artículo 315. 
 
Artículo 318.- En este acto las partes podrán pedir la exclusión de 
algún jurado que tenga impedimento y no lo hubiere manifestado 
procediendo el Presidente de Debates con arreglo a los artículos 
anteriores. 
 
Artículo 319.- Concluido el sorteo, se retirarán los jurados que no 
hubieren sido designados, y se pasará lista de los peritos y testigos 
citados. 
 
Artículo 320.- Si todos los peritos y testigos citados estuvieren 
presentes o se hubiere declarado que a pesar de la falta de alguno de 
ellos es de celebrarse la audiencia, estando completo el número de los 






Protestáis desempeñar las funciones de jurado sin odio ni temor y 
decidir según apreciéis en vuestra conciencia y en vuestra íntima 
convicción, los cargos y los medios de defensa, obrando en todo con 
imparcialidad y firmeza?. 
 
Cada miembro del jurado, llamado individualmente, deberá 
contestar: Sí protesto. 
Artículo 321.- Si alguno de los jurados se negare a protestar, el 
Presidente de los Debates le impondrá de plano, y sin recurso alguno, 
multa de diez a cien pesos y lo substituirá desde luego por el 
supernumerario correspondiente. 
 
Artículo 322.- Instalado el Jurado, el Presidente de los Debates 
ordenará al secretario que dé lectura a las constancias que el mismo 
Presidente estime necesarias o que soliciten las partes. 
 
Artículo 323.- Terminada la lectura de constancias, el Presidente 
de Debates interrogará al acusado sobre los hechos motivo de juicio. El 
Ministerio Público, la defensa y los jurados podrán a continuación 
interrogarlo, por sí mismos, pidiendo la palabra al Presidente, o por medio 
de éste, y hacerle las preguntas conducentes al esclarecimiento de la 
verdad. Los jurados evitarán cuidadosamente que se trasluzca su opinión. 
 
Se examinará a los testigos y peritos en la forma y por las personas 






En los interrogatorios del acusado, testigos y peritos, se observarán 
en su caso, las reglas establecidas en los artículos 156 y 249. 
 
Artículo 324.- Concluido el examen del acusado, de los testigos y 
peritos, practicados los careos y recibidas las demás pruebas, el 
Ministerio Público fundará verbalmente sus conclusiones. 
 
Su alegato se reducirá a una exposición clara y metódica de los 
hechos imputados al acusado y de las pruebas rendidas con el análisis 
que creyere conveniente hacer, pero sin referirse a las reglas sobre la 
prueba legal, ni hacer alusión a la sanción que deba imponerse al 
acusado; no podrá citar leyes, ejecutorias, doctrinas, ni opiniones jurídicas 
de ninguna especie. El Presidente de los Debates llamará al orden al 
infractor de esta disposición, conminándolo con multa de cincuenta a 
doscientos pesos si reincidiere. 
 
Artículo 325.- El Ministerio Público deberá sostener las mismas 
conclusiones que hubiere formulado en el proceso, sin poder retirarlas, 
modificarlas o alegar otras, sino por causa superveniente y suficiente, bajo 
su más estricta responsabilidad y sin que sea necesaria la revisión del 






En este caso, cuando le corresponda hacer uso de la palabra para 
fundar sus conclusiones, expondrá verbalmente las razones que tenga 
para retirarlas, modificarlas o sostener otras. 
 
Artículo 326.- Concluido el alegato del Ministerio Público, el 
defensor hará la defensa sujetándose a las reglas que establece el 
artículo 324. 
 
Artículo 327.- Siempre que el Ministerio Público o la defensa citen 
o hagan referencia a alguna constancia del proceso que o no exista, o no 
sea tal como se indica, el Presidente de los Debates tomará nota para 
hacer la rectificación correspondiente al concluir el orador. 
 
Artículo 328.- El defensor podrá cambiar o retirar libremente sus 
conclusiones. 
 
Artículo 329.- Al concluir de hablar el acusado, el Presidente 
declarará cerrados los debates. 
 
Artículo 330.- A continuación, el Presidente de los debates 
procederá a formular el interrogatorio, que deberá someter a la 
deliberación del Jurado, sujetándose a las reglas siguientes: 
 
I.- Si en las conclusiones formuladas por el Ministerio Público se 





obstante esta declaración, aquél no retirare alguna de ellas para hacer 
desaparecer la contradicción, ninguna de las contradictorias se pondrá en 
el interrogatorio; 
 
II.- Si existiere la contradicción en las conclusiones de la defensa, 
se procederá del mismo modo que respecto del Ministerio Público 
previene la fracción anterior; 
 
III.- Si el Ministerio Público retirase toda acusación, el Presidente 
declarará disuelto el Jurado y sobreseerá el proceso; 
 
IV.- Si la defensa, en sus conclusiones, estimare los hechos 
considerados por el Ministerio Público como constitutivos de delito 
diverso, se formará sobre esto otro interrogatorio, agregando a él las 
circunstancias alegadas por el Ministerio Público cuando no sean 
incompatibles; 
 
V.- Los hechos alegados en las conclusiones del Ministerio Público 
y de la defensa, que no constituyan una circunstancia determinada por la 
ley, o que por carecer de alguno de los elementos que en aquélla se 







VI.- Cuando las conclusiones del Ministerio Público y las de la 
defensa sean contradictorias, se pondrán en el interrogatorio las 
anotaciones necesarias para que el Jurado no incurra en contradicciones; 
 
VII.- Cuando los hechos contenidos en las conclusiones del 
Ministerio Público o de la defensa, sean complejos, se dividirán en el 
interrogatorio en tantas preguntas cuantas sean necesarias para que cada 
una contenga un solo hecho; 
 
VIII.- Si en las conclusiones de alguna de las partes se empleare 
un término técnico que, jurídicamente, contenga varios hechos o 
elementos, se procederá como previene la fracción anterior. 
 
Si sólo significare un hecho, se substituirá el término técnico por 
uno vulgar, hasta donde esto fuere posible; en caso contrario, se hará una 
anotación explicando el significado de dicho término; 
 
IX.- No se incluirán en el interrogatorio preguntas sobre la edad o 
sexo del acusado, o del ofendido, ni sobre los hechos que consten o 
deban constar por juicio especial de peritos científicos. 
 
Tampoco se incluirán preguntas relativas a trámites o constancias, 






X.- Tampoco se incluirán en el interrogatorio preguntas que 
envuelvan la negación de un hecho, pues sólo se someterán a los jurados 
cuando el Ministerio Público o la defensa afirmen la existencia de ese 
hecho; 
 
XI.- La primera pregunta del interrogatorio se formulará en los 
términos siguientes: Al acusado N. N. le es imputable ........... (aquí se 
asentarán el hecho o hechos que constituyan los elementos materiales 
del delito imputado, sin darles denominación jurídica ni aplicar lo dispuesto 
en la fracción VII de este artículo). 
 
En seguida se pondrán las preguntas sobre las circunstancias 
modificativas, observándose lo dispuesto en las fracciones VII y VIII de 
este artículo; y 
 
XII.- En una columna del interrogatorio destinada a este efecto, se 
pondrán delante de cada pregunta, las palabras hecho constitutivo, 
circunstancia modificativa, según el carácter de la pregunta. 
 
Artículo 331.- En el caso de la fracción IV del artículo anterior, el 
Jurado sujetará primero a votación cuál de los dos interrogatorios es de 
votarse, y votará aquel que decida la mayoría. Al calce de éste y antes de 
las firmas se asentará la razón de la votación, expresándose el número 






Artículo 332.- Los hechos a que se refiere la fracción X del artículo 
330, los estimará el Presidente de Debates en su sentencia con sujeción 
a las reglas de la prueba legal, siempre que hubieren sido materia de las 
conclusiones de alguna de las partes. 
 
Artículo 333.- En los casos en que, conforme a la ley, para que se 
tome en consideración una circunstancia se requiera la no existencia de 
un hecho, se tendrá éste por no existente, siempre que el jurado no 
hubiere votado su existencia, ya por no habérsele sometido, ya porque 
sometida en los términos de la fracción X del artículo 330, la hubiere 
negado. 
 
Artículo 334.- Por cada acusado, si hubiere varios, se formará 
distinto interrogatorio, conforme a las reglas establecidas en el artículo 
330. 
 
Artículo 335.- El Ministerio Público y la defensa podrán objetar la 
redacción del interrogatorio. El Presidente de los Debates resolverá, sin 
recurso alguno, sobre la oposición. 
 
Artículo 336.- A continuación, el Presidente de los Debates dirigirá 
a los jurados la siguiente instrucción: 
 
La ley no toma en cuenta a los jurados los medios por los cuales 





prueba plena y suficiente; sólo les manda interrogarse a sí mismos y 
examinar con la sinceridad de su conciencia la impresión que sobre ella 
produzcan las pruebas rendidas en favor o en contra del acusado. La ley 
se limita a hacerles esta pregunta, que resume todos sus deberes: 
¿Tenéis la íntima convicción de que el acusado cometió el hecho que se 
le imputa? Los jurados faltan a su principal deber si toman en cuenta la 
suerte que, en virtud de su decisión, deba caber al acusado por lo que 
disponen las Leyes Penales. 
 
En seguida el Presidente de los Debates entregará el proceso e 
interrogatorio al jurado de más edad, quien hará de Presidente del Jurado, 
funcionando el más joven como secretario. 
 
Suspendida la audiencia, los jurados pasarán a la sala de 
deliberaciones, sin poder salir de ella ni tener comunicación alguna, con 
las personas de fuera, sino hasta que el veredicto esté firmado. 
 
Los jurados supernumerarios que no estuvieren supliendo a algún 
propietario, permanecerán en la sala de audiencias, para cubrir cualquier 
falta que ocurra durante las deliberaciones. 
 
Artículo 337.- El Presidente del Jurado sujetará a la deliberación de 
los jurados, una a una, las preguntas del interrogatorio, permitiéndoles y 
aun exhortándolos, a discutirlas; sólo cuando la discusión estuviere 






Artículo 338.- En la deliberación el Presidente del Jurado exhortará 
a los miembros del mismo a expresar su opinión y a discutir el caso. 
Agotada la discusión se procederá a votar. 
 
Artículo 339.- Para la votación, el secretario entregará a cada uno 
de los jurados dos fichas, una de las cuales contendrá la palabra sí y la 
otra la palabra no y después les presentará una ánfora para que en ella 
depositen la ficha que contenga su voto. Recogidas las fichas de todos los 
jurados, el secretario entregará el ánfora al Presidente del Jurado, y 
presentará otra a los jurados para que depositen en ella la ficha sobrante. 
El Presidente sacará del ánfora de votación una a una, las fichas que 
contenga, y leerá en voz alta la palabra escrita en ella, haciendo el 
secretario el cómputo de votos. Después se dará lectura a éste, y el 
Presidente ordenará al secretario que asiente el resultado de la votación 
en el pliego en que se formuló el interrogatorio. 
 
Si alguno de los jurados reclamare en este momento, por haber 
incurrido en error o equivocación al emitir su voto, se repetirá la votación. 
 
Una vez escrito el resultado de la votación ya no podrá repetirse. 
 
Artículo 340.- Cuando alguno de los jurados se negare a votar, el 





renuente a que dé su voto, haciéndole ver las sanciones en que incurre 
por su negativa. 
 
Si el jurado insistiere en no votar, el Presidente de los Debates le 
impondrá, de plano y sin recurso alguno, una multa de cincuenta a 
doscientos pesos o el arresto correspondiente, y ordenará que el voto 
omitido se agregue a la mayoría o al más favorable para el acusado, si 
hubiere igual número en pro y en contra del mismo. 
 
Artículo 341.- Asentado el resultado de la votación, el secretario del 
Jurado recogerá las firmas de todos los jurados, certificará que han sido 
puestas por ellos y firmará la certificación. 
 
Si alguno de los jurados no firmare por imposibilidad física, el 
secretario los certificará así. Esta certificación surtirá todos los efectos de 
la firma del impedido. 
 
Artículo 342.- Si algún jurado rehusare firmar, se procederá 
conforme al artículo 340. 
 
Artículo 343.- Firmado el veredicto, pasarán los jurados a la sala de 
audiencias y su Presidente lo entregará con el proceso al de los Debates, 






Artículo 344.- Si hubiere dejado de votarse alguna pregunta o 
hubiere contradicción en la votación, a juicio del Presidente de los 
Debates, hará éste que los jurados vuelvan a la sala de deliberaciones a 
votar la pregunta omitida, o las contradictorias en lo que sea necesario 
para decidir la contradicción. 
 
El secretario pondrá la razón de la nueva votación, recogerá las 
firmas de los jurados y las certificará. 
 
Si no hubiere necesidad de proceder como lo preceptúan los 
párrafos anteriores, sea absolutorio o condenatorio el veredicto, el 
Presidente de los Debates manifestará a los jurados que habiendo 
concluido su misión pueden retirarse. En seguida se abrirá la audiencia 
de derecho. 
 
Artículo 345.- Abierta la audiencia de derecho, se concederá la 
palabra al Ministerio Público y en seguida a la defensa, para que aleguen 
lo que creyeren pertinente, fundando su petición en las leyes, ejecutorias 
y doctrinas que estimen aplicables. 
 
Artículo 346.- Concluido el debate, el juez dictará la sentencia que 
corresponda, la que solamente contendrá la parte resolutiva y que será 






Artículo 347.- La lectura de la sentencia conforme al artículo 
anterior, surte los efectos de notificación en forma en cuanto a las partes 
que hubieren asistido a la audiencia, aun cuando no estuvieren presentes 
en los momentos de la lectura, siempre que la ausencia fuere voluntaria. 
 
A las que no hubieren asistido a la audiencia se les notificará el fallo 
en la forma y términos establecidos en el Capítulo XII del Título Primero. 
 
Artículo 348.- Si la sentencia fuere absolutoria, se pondrá en el acto 
en libertad al acusado, si no estuviere detenido por otro motivo. 
 
Artículo 349.- Dentro de los tres días siguientes el secretario del 
tribunal extenderá acta pormenorizada de la audiencia, en la que siempre 
se harán constar los nombres y apellidos de todas las personas que con 
cualquier carácter hubieren intervenido en ella. 
 
Artículo 350.- La sentencia se engrosará dentro de los cinco días 
siguientes al de la fecha del acta a que se refiere el artículo anterior. 
 
CAPITULO III 
Aclaración de sentencia 
Artículo 351.- La aclaración procede únicamente tratándose de 






Artículo 352.- La aclaración se pedirá ante el tribunal que haya 
dictado la sentencia, dentro del término de tres días contados desde la 
notificación y expresando claramente la contradicción, ambigüedad, 
obscuridad o deficiencia de que, en concepto del promovente, adolezca la 
sentencia. 
 
Artículo 353.- De la solicitud respectiva se dará vista a las otras 
partes por tres días, para que expongan lo que estimen procedente. 
 
Artículo 354.- El tribunal resolverá dentro de tres días si es de 
aclararse la sentencia y en qué sentido, o si es improcedente la aclaración. 
 
Artículo 355.- Cuando el tribunal que dictó la sentencia estime que 
debe aclararse algún error de ella, dictará auto expresando las razones 
que crea existan para hacer la aclaración. Dará a conocer esa opinión a 
las partes para que éstas, dentro de tres días, expongan lo que estimen 
conveniente y en seguida procederá en la forma que dispone el artículo 
anterior. 
 
Artículo 356.- En ningún caso se alterará, a pretexto de aclaración, 
el fondo de la sentencia.  
 
Artículo 357.- La resolución en que se aclare una sentencia se 






Artículo 358.- Contra la resolución que se dicte otorgando o 
negando la aclaración, no procede recurso alguno. 
 
Artículo 359.- La aclaración propuesta interrumpe el término 




Artículo 360.- Son irrevocables y causan ejecutoria: 
I.- Las sentencias pronunciadas en primera instancia cuando se 
hayan consentido expresamente o cuando, concluido el término que la ley 
señala para interponer algún recurso, no se haya interpuesto; y  
 
II.- Las sentencias contra las cuales no dé la ley recurso alguno. 
 
4.3. CHILE 
Párrafo 9º Desarrollo del juicio oral 
 
Artículo 325.- Apertura del juicio oral. El día y hora fijados, el tribunal 
se constituirá con la asistencia del fiscal, del acusado, de su defensor y de 
los demás intervinientes. Asimismo, verificará la disponibilidad de los 
testigos, peritos, intérpretes y  demás personas que hubieren sido citadas a 






El presidente de la sala señalará las acusaciones que deberán ser 
objeto del juicio contenidas en el auto de apertura del juicio oral, advertirá al 
acusado que  deberá estar atento a lo que oirá y dispondrá que los peritos y 
los testigos hagan abandono de la sala de la audiencia.  
 
Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su 
acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la 
demanda civil si la hubiere interpuesto.  
 
LEY 20074 
Art. 1º Nº 36 
D.O. 14.11.2005 
 
Artículo 326.- Defensa y declaración del acusado. Realizadas las 
exposiciones previstas en el artículo anterior, se le indicará al acusado que 
tiene la posibilidad de ejercer su defensa en conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 8º. 
 
Al efecto, se ofrecerá la palabra al abogado defensor, quien podrá 
exponer los argumentos en que fundare su defensa. 
 
Asimismo, el acusado podrá prestar declaración. En tal caso, el juez 
presidente de la sala le permitirá que manifieste libremente lo que creyere 
conveniente respecto de la o de las acusaciones formuladas. Luego, podrá 





mismo orden. Finalmente, el o los jueces podrán formularle preguntas 
destinadas a aclarar sus dichos. 
En cualquier estado del juicio, el acusado podrá solicitar ser oído, con 
el fin de aclarar o complementar sus dichos. 
 
Artículo 327.- Comunicación entre el acusado y su defensor. El 
acusado podrá comunicarse libremente con su defensor durante el juicio, 
siempre que ello no perturbare el orden de la audiencia. No obstante, no 
podrá hacerlo mientras prestare declaración.  
 
Artículo 328.- Orden de recepción de las pruebas en la audiencia del 
juicio oral. Cada parte determinará el orden en que rendirá su prueba, 
correspondiendo recibir primero la ofrecida para acreditar los hechos y 
peticiones de la acusación y de la demanda civil y luego la prueba ofrecida 
por el acusado respecto de todas las acciones que hubieren sido deducidas 
en su contra.  
 
Artículo 329.- Peritos y testigos en la audiencia del juicio oral. Durante 
la audiencia, los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente. 
Su declaración personal no podrá ser sustituida por la lectura de los registros 
en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que las 
contuvieren, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 331 y 332.  
 
El juez presidente de la sala identificará al perito o testigo y ordenará 





testigos se sujetará al interrogatorio de las partes. Los peritos deberán 
exponer brevemente el contenido y las conclusiones de su informe, y a 
continuación se autorizará que sean interrogados por las partes. Los 
interrogatorios serán realizados en primer lugar por la parte que hubiere 
ofrecido la respectiva prueba y luego por las restantes. Si en el juicio 
intervinieren como acusadores el ministerio público y el querellante 
particular, o el mismo se realizare contra dos o más acusados, se concederá 
sucesivamente la palabra a todos los acusadores o a todos los acusados, 
según corresponda. Finalmente, los miembros del tribunal podrán formular 
preguntas al testigo o perito con el fin de aclarar sus dichos. A solicitud de 
alguna de las partes, el tribunal podrá autorizar un nuevo interrogatorio de 
los testigos o peritos que ya hubieren declarado en la audiencia.  
 
Antes de declarar, los peritos y los testigos no podrán comunicarse 
entre sí, ni ver, oír ni ser informados de lo que ocurriere en la audiencia. Los 
testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren 
comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de 
videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para 
su interrogatorio y contrainterrogatorio. La parte que los presente justificará 
su petición en una audiencia previa que será especialmente citada al efecto, 
debiendo aquéllos comparecer ante el tribunal con competencia en materia 









Art. 1º Nº 37 
D.O. 14.11.2005 
Artículo 330.- Métodos de interrogación. En sus interrogatorios, las 
partes que hubieren presentado a un testigo o perito no podrán formular sus 
preguntas de tal manera que ellas sugirieren la respuesta. 
 
Durante el contrainterrogatorio, las partes podrán confrontar al perito 
o testigo con sus propios dichos u otras versiones de los hechos presentadas 
en el juicio. 
 
En ningún caso se admitirán preguntas engañosas, aquéllas 
destinadas a coaccionar ilegítimamente al testigo o perito, ni las que fueren 
formuladas en términos poco claros para ellos.   
 
Estas normas se aplicarán al imputado cuando se allanare a prestar 
declaración. 
 
Artículo 331.- Reproducción de declaraciones anteriores en la 
audiencia del juicio oral. Podrá reproducirse o darse lectura a los registros 
en que constaren anteriores declaraciones de testigos, peritos o imputados, 
en los siguientes casos: 
 
a) Cuando se tratare de declaraciones de testigos o peritos que 





ausentes del país, o cuya residencia se ignorare o que por cualquier motivo 
difícil de superar no pudieren declarar en el juicio, siempre que ellas hubieren 
sido recibidas por el juez de  garantía en una audiencia de prueba formal, en 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 191, 192 y 280;  
 
b) Cuando constaren en registros o dictámenes que todas las partes 
acordaren en incorporar, con aquiescencia del tribunal; 
 
c) Cuando la no comparecencia de los testigos, peritos o coimputados 
fuere imputable al acusado, y  
 
d) Cuando se tratare de declaraciones realizadas por coimputados 
rebeldes, prestadas ante el juez de garantía. 
 
LEY 20074 
Art. 1º Nº 38 a) 
D.O. 28.10.2005 
LEY 20074 
Art. 1º Nº 38 b) 
D.O. 14.11.2005 
 
Artículo 332.- Lectura para apoyo de memoria en la audiencia del 
juicio oral. Sólo una vez que el acusado o el testigo hubieren prestado 
declaración, se podrá leer en el interrogatorio parte o partes de sus 





fiscal, en su caso, o el juez de garantía, cuando fuere necesario para ayudar 
la memoria del respectivo acusado o testigo, para demostrar o superar 
contradicciones o para solicitar las aclaraciones pertinentes.  
Con los mismos objetivos, se podrá leer durante la declaración de un 
perito partes del informe que él hubiere elaborado. 
 
LEY 20253 
Art. 2 Nº 19 
D.O. 14.03.2008 
Artículo 333.- Lectura o exhibición de documentos, objetos y otros 
medios. Los documentos serán leídos y exhibidos en el debate, con 
indicación de su origen. Los objetos que constituyeren evidencia deberán ser 
exhibidos y podrán ser examinados por las partes. Las grabaciones, los 
elementos de prueba audiovisuales, computacionales o cualquier otro de 
carácter electrónico apto para producir fe, se reproducirán en la audiencia 
por cualquier medio idóneo para su percepción por los asistentes. El tribunal 
podrá autorizar, con acuerdo de las partes, la lectura o reproducción parcial 
o resumida de los medios de prueba mencionados, cuando ello pareciere 
conveniente y se asegurare el conocimiento de su contenido. Todos estos 
medios podrán ser exhibidos al acusado, a los peritos o testigos durante sus 
declaraciones, para que los reconocieren o se refirieren a su conocimiento 
de ellos. 
 
Artículo 334.- Prohibición de lectura de registros y documentos. Salvo 





invocar como medios de prueba ni dar lectura durante el juicio oral, a los 
registros y demás documentos que dieren cuenta de diligencias o 
actuaciones realizadas por la policía o el ministerio público.  
Ni aun en los casos señalados se podrá incorporar como medio de 
prueba o dar lectura a actas o documentos que dieren cuenta de actuaciones 
o diligencias declaradas nulas, o en cuya obtención se hubieren vulnerado 
garantías fundamentales. 
 
Artículo 335.- Antecedentes de la suspensión condicional del 
procedimiento, acuerdos reparatorios y procedimiento abreviado. No se 
podrá invocar, dar lectura ni incorporar como medio de prueba al juicio oral 
ningún antecedente que dijere relación con la proposición, discusión, 
aceptación, procedencia, rechazo o revocación de una suspensión 
condicional del procedimiento, de un acuerdo reparatorio o de la tramitación 
de un procedimiento abreviado. 
 
Artículo 336.- Prueba no solicitada oportunamente. A petición de 
alguna de las partes, el tribunal podrá ordenar la recepción de pruebas que 
ella no hubiere ofrecido oportunamente, cuando justificare no haber sabido 
de su existencia sino hasta ese momento.  
Si con ocasión de la rendición de una prueba surgiere una 
controversia relacionada exclusivamente con su veracidad, autenticidad o 
integridad, el tribunal podrá autorizar la presentación de nuevas pruebas 





ofrecidas oportunamente y siempre que no hubiere sido posible prever su 
necesidad. 
 
Artículo 337.- Constitución del tribunal en lugar distinto de la sala de 
audiencias. Cuando lo considerare necesario para la adecuada apreciación 
de determinadas circunstancias relevantes del caso, el tribunal podrá 
constituirse en un lugar distinto de la sala de audiencias, manteniendo todas 
las formalidades propias del juicio. 
 
Artículo 338.- Alegato final y clausura de la audiencia del juicio oral. 
Concluida la recepción de las pruebas, el juez presidente de la sala otorgará 
sucesivamente la palabra al fiscal, al acusador particular, al actor civil y al 
defensor, para que expongan sus conclusiones. El tribunal tomará en 
consideración la extensión del juicio para determinar el tiempo que 
concederá al efecto.  
 
Seguidamente, se otorgará al fiscal, al acusador particular, al actor 
civil y al defensor la posibilidad de replicar. Las respectivas réplicas sólo 
podrán referirse a las conclusiones planteadas por las demás partes.  Por 
último, se otorgará al acusado la palabra, para que manifestare lo que 









Párrafo 10° Sentencia definitiva 
Artículo 339.- Deliberación. Inmediatamente después de clausurado 
el debate, los miembros del tribunal que hubieren asistido a él pasarán a 
deliberar en privado.  
 
Artículo 340.- Convicción del tribunal. Nadie podrá ser condenado por 
delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda 
razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho 
punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado 
una participación culpable y penada por la ley.  
El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida 
durante el juicio oral.   
No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de su propia 
declaración. 
 
Artículo 341.- Sentencia y acusación. La sentencia condenatoria no 
podrá exceder el contenido de la acusación. En consecuencia, no se podrá 
condenar por hechos o circunstancias no contenidos en ella. 
 
Con todo, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica 
distinta de aquella contenida en la acusación o apreciar la concurrencia de 
causales modificatorias agravantes de la responsabilidad penal no incluidas 







Si durante la deliberación uno o más jueces consideraren la 
posibilidad de otorgar a los hechos una calificación distinta de la establecida 
en la acusación, que no hubiere sido objeto de discusión durante la 
audiencia, deberán reabrirla, a objeto de permitir a las partes debatir sobre 
ella. 
 
Artículo 342.- Contenido de la sentencia. La sentencia definitiva 
contendrá: 
 
a) La mención del tribunal y la fecha de su dictación; la identificación 
del acusado y la de el o los acusadores; 
 
b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren 
sido objeto de la acusación; en su caso, los daños cuya reparación reclamare 
en la demanda civil y su pretensión reparatoria, y las defensas del acusado; 
 
c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y 
circunstancias que se dieren por probados, fueren ellos favorables o 
desfavorables al acusado, y de la valoración de los medios de prueba que 
fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 297; 
 
d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar 







e) La resolución que condenare o absolviere a cada uno de los 
acusados por cada uno de los delitos que la acusación les hubiere atribuido; 
la que se pronunciare sobre la responsabilidad civil de los mismos y fijare el 
monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar; 
 
f) El pronunciamiento sobre las costas de la causa, y  
 
g) La firma de los jueces que la hubieren dictado. 
 
La sentencia será siempre redactada por uno de los miembros del 
tribunal colegiado, designado por éste, en tanto la disidencia o prevención 
será redactada por su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor 
y el del que lo sea de la disidencia o prevención.  
 
Artículo 343.- Decisión sobre absolución o condena. Una vez 
concluida la deliberación privada de los jueces, de conformidad a lo previsto 
en el artículo 339, la sentencia definitiva que recayere en el juicio oral deberá 
ser pronunciada en la audiencia respectiva, comunicándose la decisión 
relativa a la absolución o condena del acusado por cada uno de los delitos 
que se le imputaren, indicando respecto de cada uno de ellos los 







Excepcionalmente, cuando la audiencia del juicio se hubiere 
prolongado por más de dos días y la complejidad del caso no permitiere 
pronunciar la decisión inmediatamente, el tribunal podrá prolongar su 
deliberación hasta por veinticuatro horas, hecho que será dado a conocer a 
los intervinientes en la misma audiencia, fijándose de inmediato la 
oportunidad en que la decisión les será comunicada.  
 
La omisión del pronunciamiento de la decisión de conformidad a lo 
previsto en los incisos precedentes producirá la nulidad del juicio, el que 
deberá repetirse en el más breve plazo posible. En el caso de condena, el 
tribunal deberá resolver sobre las circunstancias modificatorias de 
responsabilidad penal en la misma oportunidad prevista en el inciso primero. 
No obstante, tratándose de circunstancias ajenas al hecho punible, y los 
demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, 
el tribunal abrirá debate sobre tales circunstancias y factores, 
inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el 
inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal 
recibirá los antecedentes que hagan valer los intervinientes para 
fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de 
lectura de sentencia.  
LEY 20074 
Art. 1º Nº 40 
D.O. 14.11.2005 
Artículo 344. Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse 





y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, 
fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, 
si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la 
fijación de la fecha de la audiencia para su comunicación, de un día adicional 
por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos 
sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que 
deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá 
citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno 
podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada 
para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se comunicare la 
sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere 
sido la de absolución del acusado.  
 
Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, 
la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido 
condenados. 
 
El vencimiento del plazo adicional mencionado en el inciso precedente 
sin que se diere a conocer el fallo, sea que se produjere o no la nulidad del 
juicio, constituirá respecto de los jueces que integraren el tribunal una nueva 
infracción que deberá ser sancionada disciplinariamente. 
 
LEY 20074 






Artículo 346.- Audiencia de comunicación de la sentencia. Una vez 
redactada la sentencia, de conformidad a lo previsto en el artículo 342, se 
procederá a darla a conocer en la audiencia fijada al efecto, oportunidad a 
contar de la cual se entenderá notificada a todas las partes, aun cuando no 
asistieren a la misma. 
 
LEY 20074 
Art. 1º Nº 43 
D.O. 14.11.2005 
Artículo 347.- Decisión absolutoria y medidas cautelares personales. 
Comunicada a las partes la decisión absolutoria prevista en el artículo 343, 
el tribunal dispondrá, en forma inmediata, el alzamiento de las medidas 
cautelares personales que se hubieren decretado en contra del acusado y 
ordenará se tome nota de este alzamiento en todo índice o registro público 
y policial en el que figuraren. También se ordenará la cancelación de las 
garantías de comparecencia que se hubieren otorgado. 
 
LEY 20074 
Art. 1º Nº 43 
D.O. 14.11.2005 
Artículo 348.- Sentencia condenatoria. La sentencia condenatoria 
fijará las penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de 
las penas sustitutivas a la privación  restricción de libertad previstas en la ley.  
La sentencia que condenare a una pena temporal deberá expresar 





tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta en 
conformidad a la letra a) del artículo 155 que deberá servir de abono para su 
cumplimiento.  
Para estos efectos, se abonará a la pena impuesta un día por cada 
día completo, o fracción igual o superior a doce horas, de dichas medidas 
cautelares que hubiere cumplido el condenado.  
  
La sentencia condenatoria dispondrá también el comiso de los 
instrumentos o efectos del delito o su restitución, cuando fuere procedente. 
Cuando se hubiere declarado falso, en todo o en parte, un instrumento 
público, el tribunal, junto con su devolución, ordenará que se lo reconstituya, 
cancele o modifique de acuerdo con la sentencia.  
 
Cuando se pronunciare la decisión de condena, el tribunal podrá 
disponer, a petición de alguno de los intervinientes, la revisión de las 
medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la 
pena probable.  
 
4.4. COLOMBIA 
LIBRO III  
EL JUICIO  
T I T U L O I  
DE LA ACUSACION  
CAPITULO I  





Artículo 336. Presentación de la acusación. El fiscal presentará el 
escrito de acusación ante el juez competente para adelantar el juicio cuando 
de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información 
legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la 
conducta delictiva existió y que el imputado es su autor o partícipe.  
 
Artículo 337. Contenido de la acusación y documentos anexos. El 
escrito de acusación deberá contener:  
 
1. La individualización concreta de quiénes son acusados, incluyendo 
su nombre, los datos que sirvan para identificarlo y el domicilio de citaciones.  
2. Una relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, 
en un lenguaje comprensible.  
3. El nombre y lugar de citación del abogado de confianza o, en su 
defecto, del que le designe el Sistema Nacional de Defensoría Pública.  
4. La relación de los bienes y recursos afectados con fines de comiso.  
5. El descubrimiento de las pruebas. Para este efecto se presentará 
documento anexo que deberá contener:  
a) Los hechos que no requieren prueba.  
 
b) La trascripción de las pruebas anticipadas que se quieran aducir al 
juicio, siempre y cuando su práctica no pueda repetirse en el mismo.  
 
c) El nombre, dirección y datos personales de los testigos o peritos 






d) Los documentos, objetos u otros elementos que quieran aducirse, 
junto con los respectivos testigos de acreditación.  
 
e) La indicación de los testigos o peritos de descargo indicando su 
nombre, dirección y datos personales.  
 
f) Los demás elementos favorables al acusado en poder de la Fiscalía.  
 
g) Las declaraciones o deposiciones.  
 
La Fiscalía solamente entregará copia del escrito de acusación con 
destino al acusado, al Ministerio Público y a las víctimas, con fines únicos de 
información.  
 
CAPITULO II  
Audiencia de formulación de acusación  
Artículo 338. Citación. Dentro de los tres (3) días siguientes al recibo 
del escrito de acusación, el juez señalará fecha, hora y lugar para la 
celebración de la audiencia de formulación de acusación. A falta de sala, el 
juez podrá habilitar cualquier recinto público idóneo.  
 
Artículo 339. Trámite. Abierta por el juez la audiencia, ordenará el 
traslado del escrito de acusación a las demás partes; concederá la palabra 





causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las 
hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los 
requisitos establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, 
adicione o corrija de inmediato.  
 
Resuelto lo anterior concederá la palabra al fiscal para que formule la 
correspondiente acusación.  
 
El juez deberá presidir toda la audiencia y se requerirá para su validez 
la presencia del fiscal, del abogado defensor y del acusado privado de la 
libertad, a menos que no desee hacerlo o sea renuente a su traslado.  
 
También podrán concurrir el acusado no privado de la libertad y los 
demás intervinientes sin que su ausencia afecte la validez.  
 
Artículo 340. La víctima. En esta audiencia se determinará la calidad 
de víctima, de conformidad con el artículo 132 de este código. Se reconocerá 
su representación legal en caso de que se constituya. De existir un número 
plural de víctimas, el juez podrá determinar igual número de representantes 
al de defensores para que intervengan en el transcurso del juicio oral.  
 
Artículo 341. Trámite de impedimentos, recusaciones e impugnación 
de competencia. De los impedimentos, recusaciones, o impugnaciones de 





de plano lo pertinente dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de lo 
actuado.  
 
En el evento de prosperar el impedimento, la recusación o la 
impugnación de competencia, el superior deberá remitir la actuación al 
funcionario competente. Esta decisión no admite recurso alguno.  
 
Artículo 342. Medidas de protección. Una vez formulada la acusación 
el juez podrá, a solicitud de la Fiscalía, cuando se considere necesario para 
la protección integral de las víctimas o testigos, ordenar:  
 
1. Que se fije como domicilio para los efectos de las citaciones y 
notificaciones, la sede de la Fiscalía, quien las hará llegar reservadamente 
al destinatario.  
 
2. Que se adopten las medidas necesarias tendientes a ofrecer eficaz 
protección a víctimas y testigos para conjurar posibles reacciones contra 
ellos o su familia, originadas en el cumplimiento de su deber testifical.  
 
Artículo 343. Fecha de la audiencia preparatoria. Antes de finalizar la 
audiencia de formulación de acusación el juez tomará las siguientes 
decisiones:  
 
1. Incorporará las correcciones a la acusación leída.  





3. Suspenderá condicionalmente el procedimiento, cuando 
corresponda.  
 
Concluida la audiencia de formulación de acusación, el juez fijará 
fecha, hora y sala para la celebración de la audiencia preparatoria, la cual 
deberá realizarse en un término no inferior a quince (15) días ni superior a 
los treinta (30) días siguientes a su señalamiento. A falta de sala, el juez 
podrá habilitar cualquier otro recinto público o privado para el efecto.  
 
CAPITULO III  
Descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia 
física  
Artículo 344. Inicio del descubrimiento. Dentro de la audiencia de 
formulación de acusación se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento 
de la prueba. A este respecto la defensa podrá solicitar al juez de 
conocimiento que ordene a la Fiscalía, o a quien corresponda, el 
descubrimiento de un elemento material probatorio específico y evidencia 
física de que tenga conocimiento, y el juez ordenará, si es pertinente, 
descubrir, exhibir o entregar copia según se solicite, con un plazo máximo 
de tres (3) días para su cumplimiento.  
 
La Fiscalía, a su vez, podrá pedir al juez que ordene a la defensa 
entregarle copia de los elementos materiales de convicción, de las 
declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hacer valer 





inimputabilidad en cualquiera de sus variantes entregará a la Fiscalía los 
exámenes periciales que le hubieren sido practicados al acusado.  
 
El juez velará porque el descubrimiento sea lo más completo posible 
durante la audiencia de formulación de acusación.  
 
Sin embargo, si durante el juicio alguna de las partes encuentra un 
elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que 
debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del juez quien, oídas las 
partes y considerado el perjuicio que podría producirse al derecho de 
defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible 
o si debe excluirse esa prueba.  
 
Artículo 345. Restricciones al descubrimiento de prueba. Las partes 
no podrán ser obligadas a descubrir:  
 
1. Información sobre la cual alguna norma disponga su secreto, como 
las conversaciones del imputado con su abogado, entre otras.  
2. Información sobre hechos ajenos a la acusación, y, en particular, 
información relativa a hechos que por disposición legal o constitucional no 
pueden ser objeto de prueba.  
3. Apuntes personales, archivos o documentos que obren en poder de 
la Fiscalía o de la defensa y que formen parte de su trabajo preparatorio del 
caso, y cuando no se refieran a la manera como se condujo una entrevista o 





4. Información cuyo descubrimiento genere un perjuicio notable para 
investigaciones en curso o posteriores.  
5. Información cuyo descubrimiento afecte la seguridad del Estado.  
 
Parágrafo. En los casos contemplados en los numerales 4 y 5 del 
presente artículo, se procederá como se indica en el inciso 2º del artículo 
383 pero a las partes se les impondrá reserva sobre lo escuchado y 
discutido.  
 
Artículo 346. Sanciones por el incumplimiento del deber de revelación 
de información durante el procedimiento de descubrimiento. Los elementos 
probatorios y evidencia física que en los términos de los artículos anteriores 
deban descubrirse y no sean descubiertos, ya sea con o sin orden específica 
del juez, no podrán ser aducidos al proceso ni convertirse en prueba del 
mismo, ni practicarse durante el juicio. El juez estará obligado a rechazarlos, 
salvo que se acredite que su descubrimiento se haya omitido por causas no 
imputables a la parte afectada.  
 
Artículo 347. Procedimiento para exposiciones. Cualquiera de las 
partes podrá aducir al proceso exposiciones, es decir declaraciones juradas 
de cualquiera de los testigos llamados a juicio, a efectos de impugnar su 
credibilidad.  
La Fiscalía General de la Nación podrá tomar exposiciones de los 





valor anotado en el inciso anterior, si a juicio del fiscal que adelanta la 
investigación resultare conveniente para la preparación del juicio oral.  
 
Las afirmaciones hechas en las exposiciones, para hacerse valer en 
el juicio como impugnación, deben ser leídas durante el contrainterrogatorio. 
No obstante, la información contenida en ellas no puede tomarse como una 
prueba por no haber sido practicada con sujeción al contrainterrogatorio de 
las partes. 
 
TITULO IV  
JUICIO ORAL  
CAPITULO I  
Instalación  
Artículo 366. Inicio del juicio oral. El día y hora señalados en la 
audiencia preparatoria, el juez instalará el juicio oral, previa verificación de la 
presencia de las partes. Durante el transcurso del juicio, el juez velará porque 
las personas presentes en el mismo guarden silencio, si no tienen la palabra, 
y observen decoro y respeto. Igualmente, concederá turnos breves para las 
intervenciones de las partes con el fin de que se refieran al orden de la 
audiencia. El juez podrá ordenar el retiro del público asistente que perturbe 
el desarrollo de la audiencia.  
 
Artículo 367. Alegación inicial. Una vez instalado el juicio oral, el juez 
advertirá al acusado, si está presente, que le asiste el derecho a guardar 





manifieste, sin apremio ni juramento, si se declara inocente o culpable. La 
declaración podrá ser mixta, o sea, de culpabilidad para alguno de los cargos 
y de inocencia para los otros.  
 
De declararse culpable tendrá derecho a la rebaja de una sexta parte 
de la pena imponible respecto de los cargos aceptados.  
 
Si el acusado no hiciere manifestación, se entenderá que es de 
inocencia. Igual consideración se hará en los casos de contumacia o de 
persona ausente. Si el acusado se declara inocente se procederá a la 
presentación del caso.  
 
Artículo 368. Condiciones de validez de la manifestación. De 
reconocer el acusado su culpabilidad, el juez deberá verificar que actúa de 
manera libre, voluntaria, debidamente informado de las consecuencias de su 
decisión y asesorado por su defensor. Igualmente, preguntará al acusado o 
a su defensor si su aceptación de los cargos corresponde a un acuerdo 
celebrado con la Fiscalía.  
 
De advertir el juez algún desconocimiento o quebrantamiento de 
garantías fundamentales, rechazará la alegación de culpabilidad y 







Artículo 369. Manifestaciones de culpabilidad preacordadas. Si se 
hubieren realizado manifestaciones de culpabilidad preacordadas entre la 
defensa y la acusación en los términos previstos en este código, la Fiscalía 
deberá indicar al juez los términos de la misma, expresando la pretensión 
punitiva que tuviere.  
 
Si la manifestación fuere aceptada por el juez, se incorporará en la 
sentencia. Si la rechazare, adelantará el juicio como si hubiese habido una 
manifestación inicial de inocencia. En este caso, no podrá mencionarse ni 
será objeto de prueba en el juicio el contenido de las conversaciones entre 
el fiscal y el defensor, tendientes a las manifestaciones preacordadas. Esta 
información tampoco podrá ser utilizada en ningún tipo de proceso judicial 
en contra del acusado.  
 
Artículo 370. Decisión del juez. Si el juez aceptare las manifestaciones 
preacordadas, no podrá imponer una pena superior a la que le ha solicitado 
la Fiscalía y dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 447 de este código.  
 
CAPITULO II  
Presentación del caso  
Artículo 371. Declaración inicial. Antes de proceder a la presentación 
y práctica de las pruebas, la Fiscalía deberá presentar la teoría del caso. La 






Al proceder a la práctica de las pruebas se observará el orden 
señalado en audiencia preparatoria y las reglas previstas en el capítulo 
siguiente de este código. 
CAPITULO IV  
Alegatos de las partes e intervinientes  
Artículo 442. Petición de absolución perentoria. Terminada la práctica 
de las pruebas, el fiscal o el defensor podrán solicitar al juez la absolución 
perentoria cuando resulten ostensiblemente atípicos los hechos en que se 
fundamentó la acusación, y el juez resolverá sin escuchar alegatos de las 
partes e intervinientes.  
 
Artículo 443. Turnos para alegar. El fiscal expondrá oralmente los 
argumentos relativos al análisis de la prueba, tipificando de manera 
circunstanciada la conducta por la cual ha presentado la acusación.  
 
A continuación se dará el uso de la palabra al representante legal de 
las víctimas, si lo hubiere, y al Ministerio Público, en este orden, quienes 
podrán presentar sus alegatos atinentes a la responsabilidad del acusado.  
 
Finalmente, la defensa, si lo considera pertinente, expondrá sus 
argumentos los cuales podrán ser controvertidos exclusivamente por la 
Fiscalía. Si esto ocurriere la defensa tendrá derecho de réplica y, en todo 
caso, dispondrá del último turno de intervención argumentativa. Las réplicas 






Artículo 444. Extensión de los alegatos. El juez delimitará en cada 
caso la extensión máxima de los argumentos de conclusión, en atención al 
volumen de la prueba vista en la audiencia pública y la complejidad de los 
cargos resultantes de los hechos contenidos en la acusación.  
 
Artículo 445. Clausura del debate. Una vez presentados los alegatos, 
el juez declarará que el debate ha terminado y, de ser necesario, podrá 
decretar un receso hasta por dos (2) horas para anunciar el sentido del fallo.  
 
 
CAPITULO V  
Decisión o sentido del fallo  
Artículo 446. Contenido. La decisión será individualizada frente a cada 
uno de los enjuiciados y cargos contenidos en la acusación, y deberá 
referirse a las solicitudes hechas en los alegatos finales. El sentido del fallo 
se dará a conocer de manera oral y pública inmediatamente después del 
receso previsto en el artículo anterior, y deberá contener el delito por el cual 
se halla a la persona culpable o inocente.  
 
Artículo 447. Individualización de la pena y sentencia. Si el fallo fuere 
condenatorio, o si se aceptare el acuerdo celebrado con la Fiscalía, el juez 
concederá brevemente y por una sola vez la palabra al fiscal y luego a la 
defensa para que se refieran a las condiciones individuales, familiares, 





consideraren conveniente, podrán referirse a la probable determinación de 
pena aplicable y la concesión de algún subrogado.  
 
Si el juez para individualizar la pena por imponer, estimare necesario 
ampliar la información a que se refiere el inciso anterior, podrá solicitar a 
cualquier institución, pública o privada, la designación de un experto para 
que este, en el término improrrogable de diez (10) días hábiles, responda su 
petición.  
 
Escuchados los intervinientes, el juez señalará el lugar, fecha y hora 
de la audiencia para proferir sentencia, en un término que no podrá exceder 
de quince (15) días calendario contados a partir de la terminación del juicio 
oral, en la cual incorporará la decisión que puso fin al incidente de reparación 
integral.  
 
Parágrafo. En el término indicado en el inciso anterior se emitirá la 
sentencia absolutoria.  
Artículo 448. Congruencia. El acusado no podrá ser declarado 
culpable por hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los 
cuales no se ha solicitado condena.  
 
Artículo 449. Libertad inmediata. De ser absuelto de la totalidad de los 
cargos consignados en la acusación el juez dispondrá la inmediata libertad 
del acusado, si estuviere privado de ella, levantará todas las medidas 






Tratándose de delitos de competencia de los jueces penales de 
circuito especializados, la libertad se hará efectiva en firme la sentencia.  
 
Artículo 450. Acusado no privado de la libertad. Si al momento de 
anunciar el sentido del fallo el acusado declarado culpable no se hallare 
detenido, el juez podrá disponer que continúe en libertad hasta el momento 
de dictar sentencia.  
 
Si la detención es necesaria, de conformidad con las normas de este 
código, el juez la ordenará y librará inmediatamente la orden de 
encarcelamiento.  
 
Artículo 451. Acusado privado de la libertad. El juez podrá ordenar su 
excarcelación siempre y cuando los cargos por los cuales fue encontrado 
culpable fueren susceptibles, al momento de dictar sentencia, del 
otorgamiento de un subrogado penal.  
 
Artículo 452. Situación de los inimputables. Si la razón de la decisión 
fuera la inimputabilidad, el juez dispondrá provisionalmente la medida de 
seguridad apropiada mientras se profiere el fallo respectivo.  
 
Artículo 453. Requerimiento por otra autoridad. En caso de que el 
acusado fuere requerido por otra autoridad judicial, emitido el fallo 






Si el fallo fuere condenatorio, se dará cuenta de esta decisión a la 
autoridad que lo haya requerido. 
  
4.5. COSTA RICA 
TITULO III  
JUICIO ORAL Y PUBLICO  
CAPITULO I  
NORMAS GENERALES  
Artículo 324.- Preparación del juicio  
Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al recibo de las 
diligencias, se fijarán el  
día y la hora del juicio, el que no se realizará antes de cinco días ni 
después de un mes.  
 
Cuando se haya dispuesto la celebración del debate en dos fases, el 
tribunal fijará la fecha para la primera. Al pronunciarse sobre la culpabilidad, 
deberá fijar, si es necesario, la fecha para la segunda audiencia, la cual 
deberá realizarse dentro de los cinco días siguientes. El tribunal se integrará 
conforme a las disposiciones legales que regulan la jurisdicción y 
competencia de los tribunales penales, con uno o tres jueces, según 
corresponda.  
 
El secretario del tribunal citará a los testigos y peritos; solicitará los 





desarrollar el juicio público. Será obligación de las partes y del Ministerio 
Público coadyuvar en la localización y comparecencia de los testigos que se 
hayan propuesto para el juicio; la secretaría del tribunal les brindará el auxilio 
necesario por medio de la expedición de las citas, sin perjuicio del uso de la 
Fuerza Pública , si es necesario.  
 
Cuando se hayan admitido para juicio testigos que se encuentren 
protegidos procesalmente, el tribunal adoptará las medidas necesarias para 
garantizar la recepción de su testimonio en la forma acordada al disponerse 
la protección; para ello, podrá disponer que la audiencia se realice en forma 
privada, o que se utilicen los medios tecnológicos necesarios, todo ello sin 
perjuicio de lo que pueda resolverse sobre el tema en el curso del debate, 
sin perjuicio de que se prescinda de su recepción y se incorpore el anticipo 
jurisdiccional de prueba, cuando el riesgo para la vida o la integridad física 
del declarante no haya disminuido o se vea aumentado con motivo del juicio, 
en los términos del inciso a) del artículo 334 de este Código.  
 
(Así reformado por el artículo 16 de la ley Ley de Protección a 
Víctimas, Testigos y  
demás intervinientes en el Proceso Penal N° 8720 de 4 de marzo de 
2009).  
ARTICULO 325.-  
Excepciones Las excepciones que se fundan en hechos nuevos 





convocatoria. No se podrá posponer el juicio por el trámite ni por la resolución 
de estas gestiones.  
 
ARTICULO 326.-  
Principios El juicio es la fase esencial del proceso. Se realizará sobre 
la base de la acusación, en forma oral, pública, contradictoria y continua. 
 
CAPITULO II  
SUSTANCIACION DEL JUICIO  
ARTICULO 341.-  
Apertura En el día y la hora fijados, el tribunal se constituirá en la sala 
de audiencia. Quien preside verificará la presencia de las partes, los testigos, 
peritos e intérpretes, declarará abierto el juicio, advirtiendo al imputado sobre 
la importancia y el significado de lo que va a suceder, indicándole que esté 
atento a lo que va a oír.  
 
Inmediatamente ordenará al Ministerio Público y al querellante en su 
caso, que lean la acusación y la querella; ellos podrán en forma breve 
explicar el contenido. De seguido se le concederá la palabra a la defensa, 
para que si lo desea, indique sintéticamente su posición respecto de la 
acusación.  
 
ARTICULO 342.-  
Trámite de los incidentes Las cuestiones incidentales serán tratadas 





diferir alguna para el momento de la sentencia, según convenga al orden del 
juicio.  
 
En la discusión de las cuestiones incidentales, se le concederá la 
palabra a las partes sólo una vez, por el tiempo que establezca quien 
preside. 
 
ARTICULO 356.-  
Discusión final Terminada la recepción de las pruebas, quien preside 
concederá, sucesivamente, la palabra al fiscal, al querellante, al actor civil, 
al demandado civil y al defensor para que en ese orden expresen los 
alegatos finales.  
 
No podrán leerse memoriales, sin perjuicio de la lectura parcial de 
notas para ayudar a la memoria.  
 
Si intervinieron dos o más fiscales, querellantes o defensores, todos 
podrán hablar, repartiendo sus tareas para evitar repeticiones o dilaciones. 
Las partes podrán replicar, con excepción de las civiles, pero corresponderá 
al defensor la última palabra.  
 
La réplica se limitará a la refutación de los argumentos adversos que 






Quien preside impedirá cualquier divagación, repetición o 
interrupción. En caso de manifiesto abuso de la palabra, llamará la atención 
al orador y, si este persiste, podrá limitar el tiempo del alegato, teniendo en 
cuenta la naturaleza de los hechos en examen, las pruebas recibidas y las 
cuestiones por resolver.  
 
Al finalizar el alegato, el orador expresará sus conclusiones de un 
modo concreto.  
 
ARTICULO 357.-  
Solicitud de pena y reparación civil Si no se ha dispuesto la división 
del juicio en dos fases, el fiscal y el querellante deberán solicitar la pena que 
estiman procedente, cuando requieran una condena. El actor civil deberá 
concretar el monto de los daños y perjuicios que estime haber sufrido con 
posterioridad a la fijación que hizo en el procedimiento preparatorio.  
 
Cuando la división se haya dispuesto, esas solicitudes deberán ser 
formuladas en la segunda audiencia.  
 
ARTICULO 358.-  
Clausura del debate Si está presente la víctima y desea exponer, se 
le concederá la palabra, aunque no haya intervenido en el procedimiento.  
 
Por último, quien preside preguntará al imputado si tiene algo más que 






ARTICULO 359.-  
Juicio sobre las consecuencias penales y civiles El juicio sobre la pena 
o las consecuencias civiles comenzará con la lectura de la primera parte de 
la sentencia.  
 
Luego el tribunal procurará la conciliación en lo que se refiere a las 
pretensiones civiles.  
 
A continuación se recibirá la prueba que se haya ofrecido para 
individualizar la pena o las consecuencias civiles, y proseguirá, de allí en 
adelante, según las normas comunes.  
 
Al finalizar el debate, el tribunal dictará la resolución sobre la pena y 
la responsabilidad civil y conformará la sentencia completa, según las reglas 
previstas para esa resolución.  
 
El plazo para recurrir la sentencia comenzará a partir de la notificación 
integral. Si se ha ordenado un juicio de reenvío sólo para determinar la pena 
o las consecuencias civiles, se aplicarán las mismas reglas.  
 
CAPITULO III  
DELIBERACION Y SENTENCIA  





Deliberación Cerrado el debate, los jueces pasarán, de inmediato y 
sin interrupción, a deliberar en sesión secreta.  
 
Salvo lo dispuesto para procesos complejos la deliberación no podrá 
extenderse más allá de dos días. Transcurrido ese plazo sin que se produzca 
el fallo, el juicio deberá repetirse ante otro tribunal, sin perjuicio de las 
acciones disciplinarias que correspondan.  
 
La deliberación tampoco podrá suspenderse salvo enfermedad grave 
de alguno de los jueces. En este caso, la suspensión no podrá ampliarse 
más de tres días, luego de los cuales se deberá reemplazar al juez y realizar 
el juicio nuevamente.  
 
ARTICULO 361.-  
Normas para la deliberación y votación El tribunal apreciará las 
pruebas producidas durante el juicio, de un modo integral y con estricta 
aplicación de las reglas de la sana crítica.  
 
Los jueces deliberarán y votarán respecto de las cuestiones, y 
seguirán en lo posible el siguiente orden:  
 
a) Las relativas a su competencia, a la procedencia de la acción penal 
y toda otra cuestión incidental que se haya diferido para este momento.  






c) La individualización de la pena aplicable.  
d) La restitución y las costas.  
e) Cuando corresponda, lo relativo a la reparación de los daños y 
perjuicios.  
 
Las decisiones se adoptarán por mayoría. Si esta no se produce en 
relación con los montos de la pena y la reparación civil, se aplicará el término 
medio.  
 
ARTICULO 362.-  
Reapertura del debate Si el tribunal estima, durante la deliberación, 
absolutamente necesario recibir nuevas pruebas o ampliar las incorporadas, 
podrá disponer a ese fin la reapertura del debate. La discusión quedará 
limitada, entonces, al examen de los nuevos elementos de apreciación 
aportados.  
 
ARTICULO 363.-  
Requisitos de la sentencia La sentencia contendrá:  
 
a) La mención del tribunal, el lugar y la fecha en la que se ha dictado, 
el nombre de los jueces y las partes, los datos personales del imputado y la 
enunciación del hecho que ha sido objeto del juicio.  
 
b) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas 





que los fundan, sin perjuicio de que se adhieran a las consideraciones y 
conclusiones formuladas por quien votó en primer término.  
 
c) La determinación precisa y circunstanciada del hecho que el 
tribunal estima acreditado.  
 
d) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables.  
 
e) La firma de los jueces. 
 
ARTICULO 367.-  
Condenatoria La sentencia condenatoria fijará, con precisión, las 
penas que correspondan y, en su caso, determinará la suspensión 
condicional de la pena y las obligaciones que deberá cumplir el condenado.  
 
Se unificarán las condenas o las penas cuando corresponda.  
La sentencia decidirá también sobre las costas y sobre la entrega de 
los objetos secuestrados a quien tenga mejor derecho para poseerlos, sin 
perjuicio de los reclamos que correspondan ante los tribunales civiles.  
 
Decidirá sobre el comiso y la destrucción, previstos en la ley.  
 





Condena civil Cuando la acción civil ha sido ejercida, la sentencia 
condenatoria fijará además la reparación de los daños y perjuicios causados 
y la forma en que deberán ser atendidas las respectivas obligaciones.  
 
Cuando los elementos probatorios no permitan establecer con certeza 
los montos de algunas de las partidas reclamadas por el actor civil y no se 
esté en los casos en que pueda valorarse prudencialmente, el tribunal podrá 
acogerlos en abstracto para que se liquiden en ejecución de sentencia ante 
los tribunales civiles o contenciosoadministrativos, según corresponda, 
siempre que haya tenido por demostrada la existencia del daño y el deber 
del demandado de repararlo. 
  
4.6. ARGENTINA 
LIBRO III  
Juicios  
Discusión final  
Art. 393. - Terminada la recepción de las pruebas, el presidente 
concederá sucesivamente la palabra al actor civil, a la parte querellante, al 
ministerio fiscal y a los defensores del imputado y del civilmente demandado, 
para que en ese orden aleguen sobre aquéllas y formulen sus acusaciones 
y defensas. No podrán leerse memoriales, excepto el presentado por el actor 
civil que estuviere ausente.  
El actor civil limitará su alegato a los puntos concernientes a la 
responsabilidad civil, conforme con el artículo 91. Su representante letrado, 





Si intervinieren dos (2) fiscales o dos (2) defensores del mismo 
imputado, todos podrán hablar dividiéndose sus tareas.  
Sólo el ministerio fiscal 
Sólo el ministerio fiscal, la parte querellante y el defensor del imputado 
podrán replicar, correspondiendo al tercero la última palabra.  
La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversos 
que antes no hubieran sido discutidos.  
 
El presidente podrá fijar prudencialmente un término para las 
exposiciones de las partes, teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos, 
los puntos debatidos y las pruebas recibidas.  
 
En último término el presidente preguntará al imputado si tiene algo 
que manifestar, convocará a las partes a audiencia para la lectura de la 
sentencia y cerrará el debate. 
Sentencia y acusación  
Art. 401. - En la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una 
calificación jurídica distinta a la contenida en el auto de remisión a juicio o en 
el requerimiento fiscal, aunque deba aplicar penas más graves o medidas de 
seguridad.  
Si resultare del debate que el hecho es distinto del enunciado en tales 
actos, el tribunal dispondrá la remisión del proceso al juez competente.  
Absolución  
Art. 402. - La sentencia absolutoria ordenará, cuando fuere el caso, la 





provisionalmente, o la aplicación de medidas de seguridad, o la restitución o 
indemnización demandadas.  
Condena  
 
Art. 403. - La sentencia condenatoria fijará las penas y medidas de 
seguridad que correspondan y resolverá sobre el pago de las costas. 
 
Dispondrá también, cuando la acción civil hubiere sido ejercida, la 
restitución del objeto materia del delito, la indemnización del daño causado 
y la forma en que deberán ser atendidas las respectivas obligaciones.  
 
Sin embargo, podrá ordenarse la restitución aunque la acción no 













EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
5.1. Imposibilidad en la defensa para debatir el cuantum de la pena 
5.1.1. La existencia de cesura en la conclusión anticipada cuando se 
discute sólo la determinación de la pena 
 
Cabe señalar que el caso que hemos destacado, conlleva 
reflexionar sobre la necesidad de la incorporación de la cesura, pues, en 
él los acusados aceptaron los hechos del tipo base, lo cual -y 
entendiéndose que existieron suficientes elementos de convicción que 
conllevaron que el caso llegue a la Etapa de Juzgamiento- hubiera podido 
resultar suficiente para concluir por la comisión del delito y de la 
responsabilidad penal y disponerse abrirse a debate sólo para determinar 
si también existieron otros hechos que pudieran configurar o no 






El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la aceptación 
total de hechos, que incluirían agravantes para el caso de la Fiscalía y que 
de no ser aceptados no permitirían aplicar la conclusión anticipada, lo que 
si se modificaría en el sentido de la cesura mencionada, sin duda agilizaría 
el juicio reduciendo el debate probatorio no ya con relación al delito y 
responsabilidad sino sólo a la existencia de hechos sobre agravantes o 
atenuantes. 
En ese entender además los señores magistrados entrevistados 
han opinado lo siguiente: 
  
LA EXISTENCIA DE CESURA EN LA CONCLUSIÓN ANTICIPADA CUANDO 
SE DISCUTE SÓLO LA DETERMINACIÓN DE LA PENA 
Existencia  n % 
Si es una forma de cesura que contiene nuestra legislación 13 87 
No es una forma de cesura en nuestra legislación 2 13 
Total 15 100 
Fuente: Fichas de entrevista de jueces y fiscales del Distrito de Puno 
 
  
EXISTENCIA DE CESURA 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
Si es una forma 





No es una 









Dado que se trata de una opinión general que han expresado los 
señores magistrados (jueces de juzgamiento y fiscales provinciales 
penales), todas se han agrupado en la tabla que antecede de la cual 
podemos observar que la mayoría de ellos (aproximadamente el 85%) 
consideran que la conclusión anticipada del proceso si es una forma de 
cesura que ya contiene nuestra legislación, ello específicamente en el 
artículo 372° del Código Procesal Penal, pues, en ella se da por cerrado 
el debate respecto de los hechos postulados por la Fiscalía y sólo se 
procede a la apertura de postulación, admisión, actuación de pruebas y 
debate respecto de la pena y/o reparación civil.  
 
Esta misma tabla que expresa la opinión de dos magistrados que 
opinaron en sentido contrario sosteniendo que la conclusión anticipada 
del proceso es una figura jurídica procesal distinta de la cesura, pues, esta 
debe ser desarrollada de modo expreso en la norma y luego que se 
producen los debates sobre los hechos, en tanto que la conclusión 
anticipada doctrinariamente es un sometimiento del acusado a la 
pretensión del Ministerio Público. 
5.1.2. Análisis del artículo 399° del Código Procesal Penal 
 
Estando a las opiniones mencionadas, es menester destacar que 
en efecto y como lo han señalado los dos señores magistrados en el 
sentido de diferenciarse las figuras jurídicas de la conclusión anticipada y 





la regulación de la primera en nuestra legislación procesal penal, en 
realidad y como lo han sostenido la mayoría de magistrados, no es lo 
mismo pero sí es una forma de cesura en su desarrollo al sólo prever la 
necesidad de debate sobre la pena y/o reparación civil.  
 
Ello toma un fundamento mayor y de orden constitucional con los 
resultados de la siguiente tabla: 
  
LA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA ENTRE EL ARTÍCULO 139.14º DE LA 
CONSTITUCIÓN Y EL ARTÍCULO 399º DEL CPP IMPLICAN LA NECESIDAD 
DE LA CESURA 
Existencia  n % 
La interpretación sistemática si implica la necesidad de 
cesura 8 53 
La interpretación sistemática no implica la necesidad de 
cesura 7 47 
Total 15 100 





INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA ENTRE EL 
ARTÍCULO 139.14º 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
La interpretación 
sistemática si implica la 













Se preguntó a los señores magistrados si es que efectuándose una 
interpretación sistemática entre el contenido del artículo 139.14º de la 
Carta Magna y el artículo 399º del Código Procesal Penal, implicaba la 
necesidad de efectuarse una separación de los momentos del debate 
durante el juicio. Los resultados de esta tabla expresan una posición 
bastante dividida de los señores magistrados, aunque con una ligera 
mayoría respondieron afirmativamente a la pregunta, expresándose como 
fundamentos que en efecto el acusado debería tener la oportunidad para 
poder efectuar su defensa y por separado por cada una de las 
pretensiones de la Fiscalía, es decir, debería tener derecho a defenderse 
primero proponiendo su inocencia con la posibilidad obvia del ofrecimiento 
y actuación de pruebas y si el juzgador expresara el criterio de estimar la 
postulación fiscal y desestimar el de la defensa, es decir, expresara que 
arribó a la conclusión que sí se probó la comisión del delito y además la 
responsabilidad del acusado, debería pasarse a un segundo momento del 
debate en el que la persona ya declarada culpable pueda postular y 
proponer pruebas también sobre aspectos de atenuación de 
responsabilidad penal que no es lo mismo que el ofrecimiento de pruebas 
sobre inocencia.  
 
Por otro lado, los señores que expresaron su criterio en sentido 
inverso, lo han sostenido afirmando que el artículo 399º del Código está 
regulado en el sentido de expresar la decisión en un sólo momento y que 
los eventuales cuestionamientos a la determinación de la pena pueden 






Sin embargo, por nuestra parte, no compartimos este criterio, pues, 
como se verá más adelante y con el análisis de los casos impugnados y 
el modo de cómo se desarrolló la audiencia de apelación de sentencias, 
en segunda instancia el sentenciado sigue alegando inocencia y por tanto, 
se verificará que en esa instancia tampoco tiene la oportunidad de debatir 
el cuantum de la pena que se le impuso, concluyendo en esta parte con 
ello los aspectos relativos al análisis del artículo 399º ya referido en los 
términos indicados, arribando a la conclusión preliminar que la forma 
de redacción de este artículo y más aún en su aplicación e 
interpretación asistemática, imposibilita a la defensa el poder 
cuestionar en el juicio el cuantum de la pena que postula el Ministerio 
Público. 
 
5.2. Análisis de las sentencias emitidas por los juzgados colegiados de 
Puno y San Román 
 
Las unidades de estudio en este caso, están conformadas por 06 
sentencias que el Juzgado Penal Colegiado de Puno ha emitido durante 
los meses de enero a mayo del año en curso, siendo un universo escaso, 
se analizaron todas. Es importante destacar que se desprende que los 
señores jueces de juzgamiento han emitido un mayor número de 
sentencias en los juzgados penales unipersonales, sin embargo, siendo 
los mismos magistrados, es de entender que aplican los mismos criterios 





colegiados, lo mismo se desprende de la praxis fiscal sobre el tema de 
análisis, teniendo en cuenta ello, los resultados obtenidos son los 
siguientes: 
 









EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL CUANTUM DE 
LA PENA POR LA FISCALÍA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 0 0 
No hubo fundamentación del cuantum de la pena 6 100 
Total 6 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL 
CUANTUM 
 

















No hubo fundamentación ni en el alegato preliminar ni en el alegato 
final, empero, se ha advertido que la Fiscalía en todos los casos ha 
postulado las penas dentro del tercio inferior como lo establece el artículo 
45-A° inciso 3) literal a) del Código Penal, incluso, postulan la pena en el 
extremo mínimo. 
 
Al margen de la necesidad de la incorporación de la cesura, 
consideramos que cuando el fiscal pide el extremo mínimo, está 
considerando que no existen circunstancias de agravación de la pena, por 
tanto, no existiría necesidad de mayor fundamentación bajo tal 
circunstancia como sería precisar que no concurriría en el caso ninguna 
circunstancia de atenuación privilegiada (Vrg. que el acusado sea semi-
imputable por razón de la edad, cuando concurra alguna causa de 
justificación de manera imperfecta, se trate de un caso de tentativa, etc).  
 
Sin embargo y en función de las categorías jurídicas de la Teoría 
Tridimensional del Delito (Tipicidad, Antijudiridicidad y culpabilidad), 
específicamente del Finalismo, consideramos que dentro de los tercios -
que de igual modo abarcan un espacio punitivo a ser determinado bajo la 
discrecionalidad del juzgador- deben seguirse dos criterios, el primero en 
función a los niveles de antijuridicidad y el segundo en función a los 







5.2.1.1. En torno a los niveles de la antijuridicidad 
 
Consideramos que aún cuando el fiscal postule la pena dentro del 
tercio inferior pero por encima del extremo mínimo, entonces, 
consideramos que debe existir la fundamentación suficiente que debe 
enmarcarse dentro de los parámetros del artículo 45° del Código Penal 
que precisamente implican dentro de cada tercio de penalidad 
valoraciones sobre magnitud de afectación del bien jurídico protegido (y 
de reprochabilidad como veremos luego), así y dentro del tercio de pena 
definido, aquella deberá graduarse considerando que a mayor afectación 
del bien jurídico la pena deberá incrementarse por encima del mínimo 
legal o del mínimo del tercio de pena que corresponda.  
 
Así también cuando la afectación del bien jurídico protegido por la 
ley penal sea mínima, consideramos que inicialmente el margen de pena 
deberá considerarse en el extremo mínimo. 
 
Sin duda que los criterios que esbozamos para la determinación de 
la pena, han de ser aplicables a la previa fijación del tercio de pena 
correspondiente a aplicarse al caso concreto, sea el tercio inferior, el tercio 
intermedio o el tercio superior.  
 






1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén 
previstas específicamente para sancionar el delito y no sean elementos 
constitutivos del hecho punible, las siguientes: 
a) La carencia de antecedentes penales; 
b) El obrar por móviles nobles o altruistas; 
c) El obrar en estado de emoción o de temor excusables; 
d) La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en 
la ejecución de la conducta punible; 
e) Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la 
disminución de sus consecuencias; 
f) Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias 
derivadas del peligro generado; 
g) Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber 
cometido la conducta punible, para admitir su responsabilidad; 
h) La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta 
punible. 
 
2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas 
específicamente para sancionar el delito y no sean elementos 
constitutivos del hecho punible, las siguientes: 
a) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a 
actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas 
de una colectividad; 





c) Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria; 
d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de 
cualquier índole; 
e) Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso 
pueda resultar peligro común; 
f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la 
condición de superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias 
de tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del ofendido o la 
identificación del autor o partícipe; 
g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las 
necesarias para consumar el delito; 
h) Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición 
económica, formación, poder, oficio, profesión o función; 
i) La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito; 
j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable; 
k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o parcialmente 
desde el interior de un lugar de reclusión por quien está privado de su 
libertad o se encuentra fuera del territorio nacional; 
l) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas 
naturales; 
m) Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado 
armas, explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de 






5.2.1.2. En torno a los niveles de culpabilidad 
 
En la siguiente tabla observaremos sobre el mismo rubro, los 
resultados de las sentencias emitidas por el Juzgado Colegiado de San 
Román que en este caso están conformadas por 12 sentencias que ha 
emitido durante los meses de enero a mayo del año en curso, siendo un 
universo escaso, se analizaron todas. Es importante destacar que se 
desprende también que los señores jueces de juzgamiento han emitido un 
mayor número de sentencias en los juzgados penales unipersonales, sin 
embargo y del mismo modo como ocurre en la Provincia de Puno, siendo 
los mismos magistrados quienes integran los juzgados colegiados y 
unipersonales, es de entender que aplican los mismos criterios cuando se 
desempeñan sus funciones en ambos despachos, lo mismo se desprende 
de la praxis fiscal sobre el tema de análisis, teniendo en cuenta ello, los 
resultados obtenidos son los siguientes: 
 
  
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL CUANTUM DE 
LA PENA POR LA FISCALÍA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 
0 0.0 




Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 





















EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL 
CUANTUM 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
 
Tal como se observó en los resultados de las sentencias emitidas 
en Puno, en el caso de San Román nuevamente se aprecia que el 
Ministerio Público si bien en sus alegatos propone el cuantum de pena, no 
lo fundamenta o argumenta y en las unidades de estudio analizadas no 
hizo esto último en ningún caso, con ello podemos entonces arribar a las 





















OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA INEXISTENCIA DE 
FUNDAMENTACIÓN DEL CUANTUM DE LA PENA POR LA FISCALÍA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 3 20 
No hubo fundamentación del cuantum de la pena 12 80 
Total 15 100 
Fuente: Fichas de entrevista de jueces y fiscales del Distrito de Puno 
 
  
OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA INEXISTENCIA 
DE FUNDAMENTACIÓN 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Tal como se observó en los resultados de las tablas anteriores, si 
bien se ha verificado que en ningún caso existió fundamentación -o por lo 
menos adecuada- del fiscal cuando efectuó su alegato preliminar, los 
resultados de la presente tabla sólo permiten corroborar ello, pues, el 80% 
de los magistrados han expresado su opinión en el sentido ya referido. 
No obstante lo verificado en cada caso, que además se tratan de 
resultados objetivos, la tabla que antecede también muestra a tres 
magistrados que expresan que en los alegatos preliminares sí expresan 
Hubo apelación 
en el extremo 










fundamentación de la pena, lo cual bajo nuestro entender queda más bien 
desacreditado con la observación que ha efectuado en cada expediente 
en particular, peculiaridad que además se advierte tanto para los casos 
analizados en la Proincia de Puno como en la de San Román. 
5.2.2. Fundamentos de la defensa en sus alegatos expresados en juicio 
Para el caso de los procesos desarrollados ante el Juzgado 
Colegiado de la Provincia de Puno, se tienen los siguientes resultados.  
  
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL CUANTUM DE 
LA PENA POR LA DEFENSA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 0 0 
No hubo fundamentación del cuantum de la pena 6 100 
Total 6 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL 
CUANTUM 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
Si hubo 
fundamentació












La defensa no expresó fundamentos sobre el cuantum de la pena 
peticionada por el Ministerio Público porque en todos los casos el alegato 
de la defensa postuló la absolución de la parte acusada. Precisamos que 
en un caso (Expediente N° 1047-2013-70 sobre tráfico ilícito de drogas), 
hubieron 04 acusados, dos de ellos aceptaron los hechos pero no las 
agravantes, empero, de igual también para aquellos se desarrolló el juicio 
y en los alegatos finales de los abogados de estos acusados, su defensa 
señaló que debió aplicarse la conclusión anticipada del proceso. 
 
Cabe señalar que el caso que hemos destacado, conlleva 
reflexionar sobre la necesidad de la incorporación de la cesura, pues, en 
él los acusados aceptaron los hechos del tipo base, lo cual -y 
entendiéndose que existieron suficientes elementos de convicción que 
conllevaron que el caso llegue a la Etapa de Juzgamiento- hubiera podido 
resultar suficiente para concluir por la comisión del delito y de la 
responsabilidad penal y disponerse abrirse a debate sólo para determinar 
si también existieron otros hechos que pudieran configurar o no 
circunstancias agravantes. 
 
En los procesos desarrollados ante el Juzgado Colegiado de 
San Román, se advierten resultados muy similares como observamos 








EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL CUANTUM DE 
LA PENA POR LA DEFENSA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 11 92 
No hubo fundamentación del cuantum de la pena 1 8 
Total 12 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 




EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DEL 
CUANTUM 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Nuevamente observamos que casi en todos los casos -salvo uno- 
la defensa en juicio ha postulado la absolución del acusado, por tanto, 
tampoco ha existido análisis, argumentación ni pronunciamiento respecto 
del cuantum de pena peticionado por el fiscal. 
 
Ha existido un caso de violación sexual agravada en el cual la 
fiscalía solicitó se imponga al acusado la pena de cadena perpetua, en 
Si hubo 
fundamentació












tanto que la defensa en sus alegato inicial y final solicitó la desvinculación 
de la calificación jurídica penal, que si bien por un lado implicó propuestas 
sobre aspectos probatorios sobre otros hechos referentes al tipo subjetivo 
y objetivo que postuló, no se pronunció en forma expresa sobre la eventual 
determinación de la pena. 
 
  
OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA EXISTENCIA DE 
CUESTIONAMIENTO DEL CUANTUM DE LA PENA POR LA DEFENSA 
 n % 
Si hubo fundamentación del cuantum de la pena 0 0 
No hubo fundamentación del cuantum de la pena 15 100 
Total 15 100 




OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA EXISTENCIA 
DE CUESTIONAMIENTO DEL CUANTUM DE LA PENA POR 
LA DEFENSA 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Hubo apelación 
en el extremo 










Esta tabla permite corroborar que en efecto la defensa no efectúa 
forma alguna de argumentación cuestionando la pena que propone la 
Fiscalía en su alegato preliminar, dando como razón que la defensa lo que 
pide es la absolución del acusado y por tanto no están obligados a 
efectuar tales cuestionamientos y algunos de ellos (tres respuestas) 
señalaron que en todo caso la oportunidad para hacerlo es el Recurso de 
Apelación.  
5.2.3. Fundamentos de la determinación del cuantum de la pena en la sentencia. 
De igual modo, primero se observan los resultados de las 
sentencias del Juzgado Colegiado de la Provincia de Puno: 
 
  
CARACTERÍSTICAS DE LA MOTIVACIÓN DE LA PENA EN LA SENTENCIA 
 n % 
Al no existir agravantes, se debe imponer la pena mínima 5 83 
Desvinculación al tipo agravado, pena en 1/3 en el tipo 
basey por encima del mínimo 1 17 
Total 6 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
CARACTERÍSTICAS DE LA MOTIVACIÓN DE LA PENA 
 

















Una conclusión previa es la de destacar que si no existen 
fundamentos sobre el cuantum de la pena por parte del fiscal, tampoco 
existe correlación de fundamentos con lo que han decidido los jueces. La 
misma conclusión expresamos con relación a la inexistencia de 
correlación con los argumentos de la defensa, pues, como se indicó ya, 
aquella en todos los casos invocó la inocencia de los acusados. 
 
De lo que sí existe correspondencia es sólo entre el cuantum de 
pena peticionado por el fiscal con lo decidido por el juez, esto es, el fiscal 
pidió el mínimo y el juez impuso esa pena, lo cual permite prever que el 
Ministerio Público no apeló de ninguna de estas sentencias. 
A continuación observaremos los casos sobre el particular pero 
tramitados en el Juzgado Colegiado de San Román: 
  
CARACTERÍSTICAS DE LA MOTIVACIÓN DE LA PENA EN LA SENTENCIA 
 n % 
Al no existir agravantes, se considera el tercio inferior 6 50 
Impuso cadena perpetua por ser la pena conminada 3 25 
El agente tenía experiencia y no hubo reparación 1 8 
Concurría atenuantes privilegiadas 2 17 
Total 12 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 













CARACTERÍSTICAS DE LA MOTIVACIÓN 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Nuevamente una conclusión previa es la de destacar que si no 
existen fundamentos sobre el cuantum de la pena por parte del fiscal ni la 
defensa, tampoco es posible que exista correlación de fundamentos con 
lo que han decidido los jueces.  
 
Apreciamos que la tendencia (50% de casos) es la imposición de 
penas considerando como referencia el extremo mínimo o la pena dentro 
del tercio inferior y ello también explica las razones por las cuales no 
existen impugnaciones por parte del Ministerio Público (pues suele 
proponer la pena en el extremo mínimo). 
 
Observamos también que en tres casos (que representa 
aproximadamente el 23% del total) se ha impuesto la pena de cadena 
perpetua y tratándose de delitos de violación sexual que tipifica el último 







ser la pena 
conminada
25%
El agente tenía 












párrafo del artículo 173º del Código Penal se trata de la pena conminada 
que no posibilita el análisis de la aplicación de los tercios que contiene el 
artículo 45.Aº del código sustantivo citado. Sin embargo, llama la atención 
la existencia de un caso por el mismo delito pero en el que la Fiscalía 
solicitó la imposición de una pena de 30 años de cárcel, sin embargo, el 
Juzgado considerando que existía un concurso real de delitos impuso 
finalmente la pena de cadena perpetua, es decir, una más grave que la 
solicitada por el titular de la acción penal. 
Sobre el caso en el que se ha invocado por el juzgado que el agente 
tenía experiencia profesional y que no reparó espontáneamente el daño a 
la víctima, se trató de un caso sentenciado por el delito de homicidio 
culposo y el análisis de modo evidente fue por la calidad del agente, quien 
era chofer profesional y ocasionó la muerte de su cónyuge, finalmente se 
le impuso la pena de 07 años de privación de la libertad. 
 
Finalmente, respecto del caso en el que se determinó la existencia 
de circunstancias atenuantes privilegiadas, fue por el delito de robo 
agravado cuya pena conminada es de 12 a 18 años, empero, el juzgado 
impuso finalmente penas efectivas de 4 años (dos sentenciados) y 3 años 
(un sentenciado) y que en ese mismo acto las convirtió a prestación de 
servicios a la comunidad. Las atenuantes privilegiadas que consideró el 
juzgado fueron que el hecho quedó en grado de tentativa y porque los 
agentes eran menores de 21 años (semi-imputables). En otro caso por el 
mismo delito se siguió un criterio similar pero al tratarse de un delito 





control difuso del artículo 22° del Código Penal con la modificación de la 
Ley 30076. 
5.2.4. Fundamentos de la apelación por la defensa sobre el cuantum de la 
pena en la sentencia 
En el caso de las apelaciones presentadas contra las sentencias 




CARACTERÍSTICAS DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 n % 
Hubo apelación pidiendo absolución 6 100 
Hubo apelación cuestionando el cuantum de la penal 0 0 
Total 6 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
CARACTERÍSTICAS DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 





n del cuantum 
de la pena, 0
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fundamentació







Se denota en la defensa convicción en la inocencia de la parte 
acusada y por ello invocó la absolución durante el juzgamiento, criterio 
que ha mantenido en su recurso de apelación. De todos los recursos 01 
fue declarado inadmisible, 04 se encuentran en trámite en la Sala de 
Apelaciones y 01 caso fue confirmado. De este último caso destacamos -
tal como se verá en los siguientes resultados- que el criterio de la instancia 
superior ha sido pronunciarse sólo sobre la comisión del delito y de la 
responsabilidad penal, no analizó ni se pronunció sobre el cuantum de la 
pena que de modo evidente no fue ni pudo ser cuestionado por la defensa 
al haber fundamentado una absolución. Desprendemos que en los demás 
casos que aún se encuentran en trámite y por el Principio de Seguridad 
Jurídica, la Sala de Apelaciones también únicamente se pronunciará 
sobre la existencia o no del delito y de la responsabilidad penal. 
En el caso de las apelaciones presentadas por la defensa contra 
las sentencias emitidas por el Juzgado Colegiado de la Provincia de San 
Román, también se tienen los siguientes resultados: 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS POR LA DEFENSA 
 n % 
Sólo pidió absolución  9 82 
Pidió absolución y cuestionó pena pero no propuso 
cuantum 1 9 
Pidió nulidad de sentencia por motivación indebida 1 9 
Total 11 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 








FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE 
SENTENCIAS 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Como ya se había observado en los casos analizados referentes a 
las sentencias emitidas por el Juzgado Colegiado de Puno, en la Etapa de 
Juzgamiento la tendencia de la defensa es proponer la absolución del 
acusado y mantiene esa postura en la Etapa de Impugnación de la 
sentencia, en consecuencia, en el Recurso de Apelación no existen 
argumentos sobre el cuantum de la pena, ello mismo se observa en la 
tabla que antecede y en un porcentaje cercano al 80% de los casos 
analizados. 
 
Ya en un margen muy reducido, se ha verificado un caso en el que 
la defensa apeló la sentencia pidiendo se declare nula, expresando que 
no existió una debida motivación en torno al análisis de las pruebas, en 
consecuencia, su pedido tampoco está referido de modo alguno al 






















Finalmente, existe otro caso en el que si bien por un lado peticionó 
la absolución, por otro lado señaló que la pena fue excesiva y lo sustentó 
en que el sentenciado no tenía antecedentes y que era joven, pero no 
propuso ningún cuantum de pena. Este último caso nos permite 
reflexionar que precisamente si la defensa tuviera la oportunidad de 
debatir el cuantum de pena, es evidente que la misma defensa también 
debería proponer un cuantum de pena. Ello mismo implicaría que el 
procedimiento de la Etapa de Impugnación tendría que ser objeto de la 
delimitación de momentos diferenciados, así primero deberá determinarse 
en segunda instancia si en efecto existe delito y responsabilidad penal y 
luego recién reabrirse el debate para la determinación de la pena (criterio 
a seguirse también para el caso de la reparación civil). 
 
5.3. Análisis de las sentencias de vista emitidas por la Sala de 
Apelaciones de Puno y San Román 
 
5.3.1. Fundamentos de la fiscalía en los recursos de apelación de 
sentencias de la Sala de Apelaciones de la Provincia de Puno 
 
En torno a las sentencias de vista emitidas por la Sala de 
Apelaciones de la Provincia de Puno y durante el lapso materia de análisis 
ha emitido 11 sentencias de vista, todas han sido analizadas. Destacamos 
que las sentencias provienen de todas la provincias de la zona sur del 





El Collao-Ilave, Yunguyo y Puno, por tanto el análisis de estas sentencias 
permitirá conocer también la praxis judicial sobre el tema en las indicadas 




FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS POR LA FISCALÍA DE 
PUNO 
 n % 
Hubo apelación en el extremo del cuantum de pena 2 18 
No hubo apelación 9 82 
Total 11 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Los resultados de la tabla que anteceden, permiten corroborar que 
en efecto el nivel de impugnaciones de la sentencia por parte del 
Hubo apelación 
en el extremo 










Ministerio Público, es bastante reducida, pues, de estas unidades de 
estudio solo se produjo en dos casos.  
 
Uno de esos caso ha sido sustentado en uno por lesiones dolosas 
graves previsto por el artículo 121º del Código Penal que tiene una pena 
conminada de 4 a 8 años de privación de la libertad, caso en el que la 
Fiscalía propuso una pena de 5 años y finalmente el juzgado impuso una 
de 3 años con 10 meses. En él, finalmente la Sala de Apelaciones de Puno 
confirmó la sentencia indicando que concurría en el proceso una 
circunstancia especial atenuada por razón de la edad del agente al 
momento de la comisión del ilícito penal, se entiende se ha referido al 
artículo 22º del Código Penal que señala que la responsabilidad penal es 
restringida y la pena puede ser prudencialmente reducida cuando el 
agente tiene menos de 21 años o más de 65 años al momento de la 
comisión del ilícito penal. 
 
El segundo caso también fue por lesiones dolosas graves, empero 
y bajo los parámetros que permite el artículo 374º del Código Procesal 
Penal el juez decidió apartarse de la calificación jurídica fiscal que 
postulaba el delito de lesiones dolosas graves -que ya se dijo tiene una 
pena conminada de 4 a 8 años de cárcel-, sentenciando finalmente el 
juzgado por el de lesiones preterintencionales que prevé el artículo 123º 
del Código Penal que sobre la sanción penal señala: "la pena será 
disminuida prudencialmente hasta la que corresponda a la lesión que 





se acogió la desvinculación de la calificación jurídica efectuada por el a 
quo y sobre el cuantum de la pena se señaló que era la proporcional 
porque el sentenciado tenía estudios superiores y no registraba 
antecedentes penales. 
 
Sin duda que los dos casos descritos, más allá de representar un 
bajo nivel de disconformidad de la Fiscalía, no genera formularnos la 
siguiente interrogante: ¿si el fiscal no expresó fundamentos sobre el 
cuantum de pena que propone y el juez determina una pena inferior, 
podría el fiscal impugnarla y fundamentarla?. Sobre el particular cabe citar 
el fundamento 7 de la sentencia del Expediente 728-2008-TC/PHC 
emitida por el Tribunal Constitucional que destaca el Principio de 
Congruencia Procesal, por el cual, los jueces deben emitir sus decisiones 
en función de las alegaciones de las partes. En este sentido y bajo los 
principios de oralidad, publicidad e igualdad de armas, ha de tenerse en 
cuenta que en el proceso penal actual, más aún en la Etapa de 
Juzgamiento y tratándose del cuantum de pena, esa congruencia procesal 
implica que el juez tenga en cuenta las postulaciones y argumentaciones 
que efectúan las partes, en especial la del fiscal.  
 
Podemos entonces discurrir que para que las partes puedan 
impugnar y expresar su disconformidad con la decisión del juzgador, 
deben haber previamente expresado una petición y además haberla 
fundamentado debidamente, sólo de este modo las partes podrán 





juez habría errado, contrario sensu, si no han expresado una petición ni 
fundamentos, la parte no podría impugnar la decisión judicial. Así las 
cosas, si el fiscal no fundamenta el porqué del cuantum de la pena que 
propone, consideramos tampoco podría estar legitimado para impugnar la 
decisión del juzgador que no acoja el cuantum de pena que aquél sólo 
propuso. 
 
Nuevamente en torno a los resultados de la tabla que precede, 
observamos que han sido 9 casos en los cuales la Fiscalía no impugnó la 
sentencia y dado que la defensa en el Recurso de Apelación sustentó sólo 
la absolución del sentenciado, en la audiencia de apelación el debate 
únicamente se ha ceñido a la existencia del delito y de la responsabilidad 
penal, más no ha existido debate sobre el cuantum de la pena. Lo cual 
permite ir denotando que cuando la defensa postula la absolución del 
acusado, de acuerdo a nuestra legislación nacional, aquél no tiene una 
oportunidad procesal para pronunciarse ni para debatir de modo 
adecuado y por separado el cuantum de pena. 
 
5.3.2. Fundamentos de la fiscalía en los recursos de apelación de 
sentencias de la Sala de Apelaciones de la Provincia de San Román 
En este caso y durante el lapso materia de análisis la Sala de 
Apelaciones ha emitido 19 sentencias de vista y a diferencia de la Sala 
Penal de Apelaciones de Puno, sólo se han analizado las sentencias 
condenatorias emitidas por el Juzgado Colegiado de San Román en el 





juzgados penales unipersonales han sido en el 90% expedidas por los 
juzgados de juicio de San Román y en un ámbito muy restringido por los 
juzgados de juicio de las provincias de Lampa (02 casos), Carabaya-
Macusani (02 casos), Huancané (ninguno), Azángaro (nunguno), Putina 
(ninguno), Moho (ninguno), Sandia (ninguno), por tanto el análisis de 
estas sentencias permitirá conocer también la praxis judicial sobre el tema 




FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS POR LA FISCALÍA DE 
SAN ROMÁN 
 n % 
Hubo apelación en el extremo del cuantum de pena 0 0 
No hubo apelación 12 100 
Total 12 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
Hubo 
apelación en 












Como se observa, en ninguno de los casos en los que el Juzgado 
Colegiado de San Román ha emitido sentencia condenatoria, la Fiscalía 
ha interpuesto Recurso de Apelación y habiéndose ya determinado que 
los fiscales suelen proponer la pena en el tercio inferior o extremo mínimo 
-aunque sin fundamentarla-, los jueces también optan por criterios 
similares, sin embargo, llama la atención en el caso en el que la Fiscalía 
peticionó una sanción muy superior a los 04 años de cárcel no haya 
impugnado la sentencia del juzgado cuando impuso cuatro y tres años de 
cárcel y más aún cuando los convirtió a penas de prestación de servicios 
a la comunidad. 
 
  
OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA POSIBILIDAD DE 
IMPUGNACIÓN DEL CUANTUM DE LA PENA POR LA FISCALÍA 
 n % 
Hubo apelación en el extremo del cuantum de pena 3 20 
No hubo apelación 12 80 
Total 15 100 



















OPINIONES DE MAGISTRADOS SOBRE LA POSIBILIDAD 
DE IMPUGNACIÓN DEL CUANTUM 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Los datos de la Tabla 13 en que se observaron dos casos con 
impugnaciones sobre el cuantum de la pena efectuados por la Fiscalía. Al 
respecto y entrevistados los señores magistrados sobre la razonabilidad 
y posibilidad de impugnación del cuantum de la pena por la Fiscalía si 
antes no habían efectuado una fundamentación sobre tal extremo, 
notamos que la mayoría de ellos han expresado como criterio que no sería 
posible expresando como razón central que al no invocar fundamentos 
tampoco podrían expresar agravios ni errores del juez, salvo que se 
tratara de la imposición de una pena por debajo del mínimo. 
 
En la posición opuesta, los señores magistrados que sí consideran 
viable la impugnación, lo han sustentado bajo el argumento que en 
realidad sí existe una pretensión fiscal que debe ser tomada en cuenta por 
el juzgado y que en todo caso, precisamente es finalidad del Recurso de 
Hubo apelación 
en el extremo 










Apelación controlar la legalidad de los extremos que deciden los jueces 
de juzgamiento.  
 
5.3.3. Fundamentos de la defensa en los recursos de apelación de 
sentencias de la Sala de Apelaciones de la Provincia de Puno 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS POR LA DEFENSA EN 
PUNO 
 n % 
Hubo apelación en el extremo del cuantum de pena 0 0 
Si hubo apelación 9 75 
No hubo apelación 3 25 
Total 12 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE 
SENTENCIAS 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
Si bien existen 09 impugnaciones, debemos destacar que siguen 



















el cuantum de la pena, sino que el recurso está dirigido a lograr la 
absolución del sentenciado.  
 
5.3.4.  Fundamentos de la defensa en los recursos de apelación de sentencias 
de la Sala de Apelaciones  
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS POR LA DEFENSA EN 
SAN ROMAN 
 n % 
Sólo pidió absolución  9 82 
Pidió absolución y cuestionó pena pero no propuso 
cuantum 1 9 
Pidió nulidad de sentencia por motivación indebida 1 9 
Total 11 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
FUNDAMENTOS DE APELACIÓN DE SENTENCIAS 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Como ya se había observado en los casos analizados referentes a 




















Juzgamiento la tendencia de la defensa es proponer la absolución del 
acusado y mantiene esa postura en la Etapa de Impugnación de la 
sentencia, en consecuencia, en el Recurso de Apelación no existen 
argumentos sobre el cuantum de la pena, ello mismo se observa en la 
tabla que antecede y en un porcentaje cercano al 80% de los casos 
analizados. 
 
Ya en un margen muy reducido, se ha verificado un caso en el que 
la defensa apeló la sentencia pidiendo se declare nula, expresando que 
no existió una debida motivación en torno al análisis de las pruebas, en 
consecuencia, su pedido tampoco está referido de modo alguno al 
cuantum de pena. 
 
Finalmente, existe otro caso en el que si bien por un lado peticionó 
la absolución, por otro lado señaló que la pena fue excesiva y lo sustentó 
en que el sentenciado no tenía antecedentes y que era joven, pero no 
propuso ningún cuantum de pena. Este último caso nos permite 
reflexionar que precisamente si la defensa tuviera la oportunidad de 
debatir el cuantum de pena, es evidente que la misma defensa también 
debería proponer un cuantum de pena. Ello mismo implicaría que el 
procedimiento de la Etapa de Impugnación tendría que ser objeto de la 
delimitación de momentos diferenciados, así primero deberá determinarse 
en segunda instancia si en efecto existe delito y responsabilidad penal y 
luego recién reabrirse el debate para la determinación de la pena (criterio 






5.3.5. Fundamentos de la Sala de Apelaciones en las sentencias de 
apelación 
  
FUNDAMENTOS SOBRE LA PENA EN LAS SENTENCIA DE APELACIÓN 
EN LA SALA DE APELACIONES DE PUNO 
 n % 
No hubo pronunciamiento sobre el cuantum de pena 1 9 
Hubo un pronunciamiento genérico sobre la pena 9 82 
Si hubo pronunciamiento sobre el cuantum de pena 1 9 
Total 11 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 
Roman entre enero a mayo del 2015. 
 
  
FUNDAMENTOS SOBRE LA PENA EN LAS 
SENTENCIA DE APELACIÓN 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
 
Observamos de esta tabla que del total de casos, en 09 hubo un 
pronunciamiento sobre el cuantum de pena pero de modo genérico, esto 

























adecuadamente fundamentadas, no habiéndose expresado otras 
razones, lo cual es evidente porque el extremo de la pena no fue 
impugnado por que -como ya vimos- la defensa casi en todos los casos, 
tanto en primera como en segunda instancia, ha propuesto la absolución. 
Siendo así, entendemos que por el Principio de Congruencia Procesal, la 
Sala de Apelaciones sólo se ha pronunciado por el extremo materia de 
cuestionamiento que fueron la existencia del delito y/o de la 
responsabilidad penal, más no sobre la determinación de la pena, con ello 
se verifica que en estos casos se ha entendido de modo implícito una 
conformidad de la defensa y del sentenciado sobre el cuantum de la pena 
o en todo caso, este aspecto ha resultado ser irrevisable en cada caso 
luego de la emisión de la sentencia de segunda instancia. 
 
Dentro de estos mismos casos podemos destacar un caso en el 
que de modo genérico se expresó sobre la pena que el sentenciado tenía 
estudios superiores y carecía de antecedentes penales, otro caso en el 
que se invocó sobre la pena que el agente tenía responsabilidad 
restringida por razón de edad y en otro caso también se señaló de modo 
nebuloso que no existían agravantes. 
 
De esta tabla observamos un caso por delito de violación de la 
libertad sexual en el que no existió apelación por parte del fiscal, la 
defensa peticionó la absolución y a la vez cuestionó la pena sin proponer 
un cuantum, sin embargo, en este caso la sentencia de apelación sí 





sentenciado era precario, de ocupación motociclista, tenía como estudios 
cuarto año de secundaria, contaba al momento de los hechos con 19 años 
y no era reincidente, concluyendo una atenuación de pena por razón de 
la edad, procediendo además a inaplicar al caso el artículo 22º del Código 
Penal que prohíbe tal atenuación a casos de violación de la libertad sexual 
y finalmente la instancia superior determinó la pena en 04 años de 
privación de la libertad. Este caso permite advertir que en él se inobservó 
no sólo el Principio de Congruencia Procesal, sino además el de 
Seguridad Jurídica, pues, no sólo existió un análisis sobre aspectos no 
impugnados ni debatidos, sino además no se siguió el criterio que sí 
habíamos observado en los demás casos analizados en este trabajo. 
 
5.3.6. Fundamentos de la Sala de Apelaciones en las sentencias de 
apelación de San Román 
  
FUNDAMENTOS SOBRE LA PENA EN LAS SENTENCIA DE APELACIÓN 
EN LA SALA DE APELACIONES DE SAN ROMÁN 
 n 
% 
No hubo pronunciamiento sobre el cuantum de pena 3 
43 
Hubo un pronunciamiento genérico sobre la pena 4 
57 
Si hubo pronunciamiento sobre el cuantum de pena 0 
0 
Total 7 100 
Fuente: Fichas de observación documental de casos sentenciados por el Juzgado Penal Colegiado de San 













FUNDAMENTOS SOBRE LA PENA EN LAS SENTENCIA 
DE APELACIÓN 
 
Fuente. En base a tabla presentada 
 
Los resultados permiten arribar a la conclusión que tampoco en 
segunda instancia existe una posibilidad de debatir el cuantum de pena 
porque la defensa sigue postulando la absolución del sentenciado y si bien 
en segunda instancia observamos 04 casos en los que ha existido un 
pronunciamiento genérico, ha sido para reiterar lo expresado por el aquo 
al concluir por la pena en el extremo mínimo sin embargo mención a la 
sola existencia de atenuantes o cuales concurrían. Otro caso fue el de 
agravación de la pena en la que se dejó sin efecto un control difuso que 
atenuaba la responsabilidad en un delito de robo agravado y se impuso 
también la pena conminada en el extremo mínimo. Un tercer caso 
correspondió también a la agravación de pena por el delito de violación de 
menor agravada en la que se impuso también la pena conminada que en 
este caso es el de cadena perpetua.  
No hubo 
pronunciamie



















Finalmente, resulta curioso que en un caso en el apeló la defensa 
pidiendo absolución, el órgano jurisdiccional se haya pronunciamiento de 
modo superficial sobre la reparación civil y su necesidad de análisis, sin 
embargo, nada expresó sobre la determinación de la pena, siendo 
finalmente la sentencia confirmada.  
5.4. Opiniones de los magistrados sobre la necesidad de incorporarse la 
cesura en el proceso penal 
  
OPINIONES DE LOS MAGISTRADOS SOBRE LA NECESIDAD DE 
INCORPORARSE LA CESURA EN EL PROCESO PENAL 
Posición  n % 
Sí están de acuerdo 14 93 
No están de acuerdo 1 7 
Total 15 100 




OPINIONES DE LOS MAGISTRADOS SOBRE LA 
NECESIDAD DE INCORPORARSE LA CESURA 
 




Los resultados son claros, en ellos casi todos los magistrados -a 
excepción de uno- han expresado su opinión en el sentido de que resulta 
Sí están de 
acuerdo
93%







ser razonable se incorpore a la cesura en nuestra legislación para permitir 
un mejor ejercicio del derecho de defensa de los procesados y además 
porque se adecuaría mejor al Sistema Acusatorio y a los principios 










PRIMERA: La forma de regulación de la sentencia condenatoria del artículo 399º 
del Código Procesal Penal es interpretada de modo literal y por ello se 
emiten las sentencias en un sólo acto, interpretación que no permite a 
la defensa poder cuestionar el cuantum de la pena que propone el fiscal 
e impone el juez. 
 
SEGUNDA: La Fiscalía en sus alegatos iniciales y finales, así como en segunda 
instancia, efectúa una propuesta de pena concreta, sin embargo, no la 
fundamenta. 
 
TERCERA: La defensa en sus alegatos iniciales y finales, así como en sus recursos 
de apelación de sentencias, propone la absolución del acusado y 
cuando lo hace no tiene la posibilidad de efectuar una propuesta de 
pena y menos puede debatirla. 
 
CUARTA: En las sentencias condenatorias, no existe una adecuada motivación del 
cuantum de la pena porque no llega a existir un debate sobre la 
existencia de agravantes ni atenuantes, el debate en el juicio se centra 






QUINTA: En las sentencias de apelación tampoco se expresan razones suficientes 
para la determinación del cuantum de la pena porque tampoco existe 
un espacio procesal de debate en el que las partes puedan aportar 
pruebas sobre agravantes y/o atenuantes. 
 
SEXTA: La mayoría de magistrados son de la opinión que debe incluirse en nuestra 
legislación procesal penal la cesura del juzgamiento cuando se emite 
sentencia condenatoria, para permitir al sentenciado y la Fiscalía tener 
la oportunidad de proponer en forma concreta sus pretensiones sobre 









PRIMERA: A través de la Unidad de Capacitación del Ministerio Púbico se debe 
capacitar a los fiscales sobre la necesidad de interpretar en forma 
sistemática el artículo 399º del Código Procesal Penal con el inciso 14) 
del artículo 139º de la Constitución Política del Estado. 
 
SEGUNDA: A través de la Unidad de Capacitación de la Corte Superior de Justicia 
de Puno, se debe capacitar a los jueces de juzgamiento sobre la 
necesidad de interpretar en forma sistemática el artículo 399º del 
Código Procesal Penal con el inciso 14) del artículo 139º de la 
Constitución Política del Estado. 
 
TERCERA: Se debe sensibilizar a los señores fiscales, sobre la necesidad de 
afianzar el Principio de Contradicción en cada uno de los ejes centrales 
del proceso. 
 
CUARTA: Se debe sensibilizar a los señores jueces de juzgamiento, sobre la 
necesidad de afianzar el Principio de Contradicción en cada uno de los 
ejes centrales del proceso. 
 
QUINTA: Se debe sensibilizar a los señores abogados que ejercen la defensa, 
sobre la necesidad de afianzar el Principio de Contradicción en cada 





SEXTA: Se deben realizar trabajos correlacionales al presente para verificar si en 
otros distritos judiciales existe la misma problemática y, de ser así, se 
debe proponer una reforma legislativa que incluya la cesura obligatoria 
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PROYECTO DE LEY 
 
El Congreso de la República, ha dado la siguiente ley: 
Modifíquese el artículo 399º del Código Procesal Penal o Decreto Legislativo Nº 
957, en los siguientes términos: 
 
Artículo 399 Sentencia condenatoria.- 
 
1. El extremo de la condena de la sentencia se expedirá previo inicial debate sobre 
la determinación de la realidad del delito y de la responsabilidad penal. Declarado 
ello, aún cuando fuera impugnado y en especial ciuando la defensa haya alegado 
la absolución del sentenciado, se reabrirá el debate para discutirse el cuantum de 
la pena a imponerse. El mismo procedimiento se seguirá para determinarse el 
cuantum de la reparación civil. 
 
2. La sentencia condenatoria fijará, con precisión, las penas o medidas de 
seguridad que correspondan y, en su caso, la alternativa a la pena privativa de 
libertad y las obligaciones que deberá cumplir el condenado. Si se impone pena 
privativa de libertad efectiva, para los efectos del cómputo se descontará, de ser el 
caso, el tiempo de detención, de prisión preventiva y de detención domiciliaria que 
hubiera cumplido, así como de la privación de libertad sufrida en el extranjero como 
consecuencia del procedimiento de extradición instaurado para someterlo a 






3. En las penas o medidas de seguridad se fijará provisionalmente la fecha en que 
la condena finaliza, descontando los períodos de detención o prisión preventiva 
cumplidos por el condenado. Se fijará, asimismo, el plazo dentro del cual se deberá 
pagar la multa. 
 
4. En tanto haya sido materia de debate, se unificarán las condenas o penas cuando 
corresponda. En caso contrario se revocará el beneficio penitenciario concedido al 
condenado en ejecución de sentencia anterior, supuesto en el que debe cumplir las 
penas sucesivamente. 
 
5. La sentencia condenatoria decidirá también sobre la reparación civil, ordenando 
-cuando corresponda- la restitución del bien o su valor y el monto de la 
indemnización que corresponda, las consecuencias accesorias del delito, las 
costas y sobre la entrega de los objetos secuestrados a quien tenga mejor derecho 
para poseerlos. 
 
6. Leído el fallo condenatorio, si el acusado está en libertad, el Juez podrá disponer 
la prisión preventiva cuando haya bases para estimar razonablemente que no se 
someterá a la ejecución una vez firme la sentencia. 







FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL 
Expediente N° ____________  Tipo de delito: _______________________ 
1. Sobre la postulación del cuantum de la pena por el MP, se aprecia que: 
a. Hubo postulación del cuantum de pena por el fiscal   ( ) 
Cuanto de pena: ________________________. 
b. No hubo postulación del cuantum de pena por el fiscal  ( ). 
 
2. Sobre la fundamentación del cuantum de la pena por el MP: 
a. Hubo fundamentación de la postulación del cuantum de pena ( ) 
Características de la fundamentación: ___________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
 
b. No hubo fundamentación de la postulación del cuantum de pena  ( ) 
 
3. Sobre la réplica del cuantum de la pena por la defensa, se aprecia que: 
a. Hubo réplica sobre el cuantum de la pena    ( ) 
Características de la fundamentación: ___________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
b. No hubo réplica sobre el cuantum de la pena    ( ) 
 
 
4.Correlación con las alegaciones de las partes con los fundamentos de la sentencia: 
a. Existe análisis con relación a la fundamentación del fiscal   ( ) 
b. Existe análisis con relación a la fundamentación de la defensa  ( ) 
c. No existe análisis con relación a la fundamentación del fiscal   ( ) 
d. No existe análisis con relación a la fundamentación de la defensa  ( ) 
 
5. Características de la motivación del cuantum de la pena: 
__________________________________________________________________________ 




7. Características de la fundamentación de la pena en la apelación de la defensa: 
__________________________________________________________________________ 







FICHA DE ENTREVISTA DE MAGISTRADOS 
Señor Magistrado, la presente tiene como finalidad conocer vuestro criterio acerca de la existencia 
o no de la posibilidad del ejercicio de la contradicción por la defensa en torno a la determinación 
de la pena, en los casos en que se emite sentencia condenatoria, así como su posición respecto de 
la necesidad o no de la incorporación de la “cesura” en nuestro ordenamiento procesal penal, de tal 
modo que existan dos momentos esenciales para los casos de emisión de sentencias 
condenatorias: el primero sobre la determinación del debate de la comisión del delito así como de 
la declaración de culpabilidad y el segundo que implique la apertura del debate y decisión sobre el 
cuantum de la pena. 
En tal sentido y respetuosamente le solicitamos nos brinde sus puntos de vista sobre las siguientes 
interrogantes: 
1. Considera Ud., que cuando el fiscal desde su alegato preliminar postula los hechos y también el 
cuantum de la pena, la defensa se encuentra en condiciones adecuadas para pronunciarse a la vez 
sobre los hechos pidiendo absolución y además sobre el cuantum de la pena? 
a) Si  ( ) 





2. Considera Ud., que luego que el fiscal en sus alegatos exponga hechos y peticione una pena 
determinada o concreta al acusado, la defensa debería tener la oportunidad para pronunciarse por 
cada extremo y por separado? 
a) Si  ( ) 






3. Si la defensa peticiona la absolución del acusado y en caso que el juez tenga la convicción de 
condenar, ¿cree que la defensa debería tener alguna oportunidad para pronunciarse sobre el 











4. Considera que de efectuarse una interpretación sistemática entre el art. 139.14 de la Constitución 
Política del Estado (derecho de defensa) y el artículo 399° del Código Procesal Penal (requisitos de 
la sentencia condenatoria), podría efectuarse la separación de los momentos del debate en los 
términos indicados en la pregunta anterior?. 
a) Si  ( ) 





5. Considera que la conclusión anticipada del proceso y en los casos en que el acusado no acepta 
el cuantum de la pena y se abre el juicio para debatirse únicamente ese extremo, ya es una forma 
de cesura en nuestro ordenamiento procesal penal (art. 372° del CPP)? 
a) Si  ( ) 






6. Si considera que sobre el tema planteado tuviera que efectuarse alguna modificación legal, cómo 





7. Si el juez impone una pena inferior a la que propuso el fiscal pero sin haber expresado 
fundamentos en sus alegatos. ¿Cree que el fiscal podría impugnar ese extremo de la sentencia, 
formulando argumentos que no expresó durante sus alegatos?  
a) Si  ( ) 
b) No  ( ) 
Porqué?: _________________________________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
__________________________________________________________________________ 
